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Introducción 
Al igual que la Justicia Penal Ordinaria, la Justicia Penal Militar especializada ha sufrido 
cambios, lo cual implicó su evidente evolución con el paso del tiempo. Por cuanto este tipo de 
justicia no ha sido ajena a las declaratorias de inconstitucionalidad nacientes en diferentes 
sentencias de la honorable Corte Constitucional a partir de la promulgación de la Constitución 
Política de Colombia de 1991. Por tanto, la Justicia Castrense ha procurado la reformulación de 
su sistema penal, y es así que una vez vencidas las etapas legislativas se promulgó la Ley 522 de 
1999, denominada Código Penal Militar, manteniéndose vigente hasta la entrada en vigor del 
actual Código Penal Militar Ley 1407 de 2010. En ésta última, la jurisdicción especial abordó e 
implementó el nuevo modelo del Sistema Penal Acusatorio Ley 906 de 2004. 
En tal sentido, es pertinente mencionar que la Ley 1407 de 2010 que reestructuró la Justicia 
Penal Militar y Policial actualmente está vigente. En consecuencia, en el presente documento se 
pretende llevar a cabo el análisis de los criterios que se tienen en cuenta al momento de decretar 
una medida de aseguramiento de detención privativa de la libertad, considerando que son 
necesarios para la debida preservación del bien jurídicamente tutelado por la jurisdicción 
especial militar, como lo es la ´disciplina` en el desarrollo de los procesos que se adelantan por 
desobediencia. Toda vez que, en la reglamentación penal militar, la disposición de la norma del 
sistema ordinario, se tomó con carácter taxativo, y no se analizaron las condiciones específicas 
de la profesión castrense y los bienes jurídicos tutelados. 
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Objetivos 
Objetivo general 
Establecer si los criterios existentes en la actualidad son los convenientes al momento de 
decretar una medida de aseguramiento de detención preventiva para preservar la disciplina 
militar en los procesos que se adelantan por el delito de desobediencia. 
Objetivos específicos 
 Identificar el tipo penal de desobediencia considerando las afectaciones a la disciplina 
dentro del Ejército Nacional y el bien jurídico que tutela, junto con los criterios existentes 
en la actualidad concernientes a la imposición de la medida de aseguramiento de 
detención preventiva. 
 Estudiar y verificar si los criterios existentes para imponer una media de aseguramiento 
de detención preventiva son útiles al momento de preservar la disciplina dentro de la 
comunidad militar, considerando los pronunciamientos de la Corte Constitucional, la 
Corte Suprema de Justicia y el Tribunal Superior Militar. 
 Establecer si son o no adecuados los criterios existentes para imponer una medida de 
aseguramiento al momento de garantizar y preservar la disciplina militar. 
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Capítulo 1. Análisis e identificación del delito de desobediencia 
En este capítulo se propenderá por estudiar y determinar el tipo penal de desobediencia, 
teniendo como cimiento, especialmente, las afectaciones al bien jurídicamente tutelado como lo 
es la disciplina dentro den las Fuerza Militares de Colombia.  
Cabe resaltar que, en la auscultación que se realizó dentro de la presente investigación, se 
efectuó bajo los criterios referentes a la detención preventiva que, actualmente, están 
establecidos.  
1.1 Desobediencia 
Con el objeto de contextualizar al lector respecto del tema a tratar en capítulos posteriores, es 
importante definir en este apartado, el concepto concreto del término desobediencia, entendiendo 
que el funcionamiento y esquema organizacional que poseen las Fuerzas Militares en Colombia, 
operan en función de la obediencia, por ser ésta la que regula la jerarquía y, por tanto, el mando.  
De ahí que, con la Ley 1407 de 20101, que fue declarada exequible por la Corte 
Constitucional mediante la Sentencia C-252 de 2012, capítulo II, se logran identificar varios 
tipos de desobediencias, contenidas en los artículos de la ley en cita y, se exponen a 
continuación:  
 Desobediencia (artículo 96): define la desobediencia como “el que incumpla o 
modifique una orden legítima del servicio impartida por su respectivo superior de 
acuerdo con las formalidades legales, incurrirá en prisión de dos (2) a tres (3) años”. 
 
                                                 
1 Ley 1407 de 2010, por medio del cual se expide el Código Penal Militar Colombiano. 
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 Desobediencia de personal retirado (artículo 97): indica que “el oficial o suboficial en 
retiro temporal o de reserva que no se presentare a la unidad correspondiente el día 
señalado en los decretos de movilización o de llamamiento especial al servicio, 
incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años”. 
 
 Desobediencia de reservistas (artículo 98): señala que “el personal que haya prestado 
el servicio militar obligatorio y esté en situación de reserva, que no se presentare en 
los términos previstos en el artículo anterior, incurrirá en prisión de seis (6) meses a un 
(1) año”. 
De lo anteriormente citado, se comienza a desprender las principales diferencias según el 
estatus en que se encuentra el miembro de la Fuerza Militar. Sin embargo, es de resaltar que, en 
el presente trabajo se abordará tal condición de desobediencia desplegada por el personal activo 
de las fuerzas militares, teniendo en cuenta que este delito forma parte de aquellos que afectan 
los intereses o pilares fundamentales de la institución castrense, en sus características esenciales, 
toda vez que, sobre quien recae la lesión originada por la comisión de la conducta es, la 
institución, misma. 
 Es entonces, la respuesta de carácter punitivo a aquel que trasgrede la orden legítima en el 
servicio, con la cual pone en peligro el bien jurídico tutelado, que para el caso en concreto 
corresponde al pilar fundamental de las instituciones castrenses, como lo es la disciplina, que a 
su vez, llevaría a entender que con la misma conducta vulnera la misión encomendada a las 
Fuerzas Militares, pues, la misma depende en su esencia del acatamiento de las ordenes y la 
jerarquía, esto siempre desde el mismo ejercicio de la atención debida al cumplimiento de las 
leyes, así lo ha expresado la Corte al indicar: “La doctrina de la Corte Constitucional, desde un 
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principio, ha considerado indispensable que dentro de las fuerzas militares reine un criterio de 
estricta jerarquía y disciplina, pero ha rechazado como inconstitucional la concepción absoluta y 
ciega de la obediencia castrense. El principio no absoluto de obediencia debida que prohíja la 
Corte, no solamente corresponde a la noción aceptada por la conciencia jurídica universal como 
fruto de la evolución histórica y filosófica de tal concepto, sino que también coincide con el 
alcance que la doctrina del derecho penal le concede.” (Sentencia C-578, 1995). 
 
Por esto, este tipo penal intensifica el alcance que implica la disciplina dentro de la institución 
militar, como estructura fundamental de la misma y es concordante con el acatamiento de la ley, 
en el entendido que, no es absoluta como lo enuncio previamente la Corte, sino que representa 
una coincidencia entre el acatamiento a las órdenes, y el respeto a la Constitución y la Ley. 
 
Así las cosas, es menester señalar que el sujeto activo para éste tipo penal, es abiertamente 
cualificado, por ello que, la disposición señala como destinatarios de la sanción punitiva a los 
miembros de la Fuerza Pública, quienes son los encargados de cumplir la misión constitucional 
asignada, y que para el caso en estudio son aquellos quienes deben cumplir con la subordinación 
propia de la institución castrense y la conservación de la unidad de mando en la unidad militar, 
situación que se vería trasgredida en el caso de generarse la puesta en peligro con la acción del 
autor del hecho punible. 
1.1.1 Criterios existentes al momento de analizar el delito de desobediencia 
Partiendo de lo dispuesto en la Constitución Política, en su artículo 116 en la cual consagra la 
existencia de la Justicia Penal Militar como administradora de justicia, facultada entonces, con la 
posibilidad de restringir según sea el caso los derechos fundamentales de aquellos que 
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incurrieran en delitos, como por ejemplo, el de desobediencia, objeto de análisis en el presente 
documento, restringiendo el derecho a la libertad como consecuencia de la medida de 
aseguramiento por la comisión del delito. 
 
Concordante con lo anterior, la disposición legal vigente en materia penal militar Ley 1407 de 
2010, dentro de su estructura normativa consagra las clases de medida de aseguramiento (artículo 
465) de dos tipos, privativas o no de la libertad, que para el caso sub examine, serán las primeras, 
las de relevancia al momento del análisis de los requisitos para la imposición de la misma como 
detención preventiva en establecimiento de reclusión militar o policial. Pues aunado a lo 
dispuesto en el artículo 466 de la misma ley, cumplido alguno de los requisitos dispuestos para la 
imposición de la medida, los jueces penales militares, garantizan la comparecencia al proceso, el 
cumplimiento de la pena, la integridad de la víctima y el desarrollo normal del proceso 
investigativo y recolección de pruebas. 
 
Obedeciendo a la condición de ser jurisdicción especial, la penal militar, se vislumbra una 
diferencia que más adelante se profundizará, siendo evidente que no se contempló para ésta 
jurisdicción la detención domiciliaria, sino exclusivamente aquella consagrada en 
establecimiento de reclusión militar o policial, sin querer decir con esto que exista una condición 
que atente contra el derecho a la igualdad, pues la misma disparidad existente entre la justicia 
ordinaria y la justicia penal militar, concurre respecto de los beneficios o subrogados penales, 
pues la misma nace de la condición especial que reviste a los miembros de la fuerza pública, 
siendo entonces consecuencia de esto que existan parámetros de responsabilidad penal diferentes 
para los miembros de la fuerza pública, por su propia condición, considerando que la desatención 
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o vulneración de alguna de las conductas descritas en el código penal militar refieren  la 
violación grave de los deberes especiales consagrados a ellos.  
 
En este sentido la Corte Constitucional en Sentencia C 744 de 2001, se refirió:  
“Las medidas de aseguramiento hacen parte de las denominadas medidas cautelares, es decir, 
de aquellas disposiciones que por petición de parte o de oficio, dispone la autoridad judicial 
sobre bienes o personas, cuyo objeto consiste en asegurar el cumplimiento cabal de las 
decisiones adoptadas en el proceso, garantizar la presencia de los sujetos procesales y afianzar la 
tranquilidad jurídica y social en la comunidad,  bajo la premisa por virtud de la cual, de no 
proceder a su realización, su propósito puede resultar afectado por la demora en la decisión 
judicial.” 
 
En atención a lo comentado, es viable referir desde diferentes pronunciamientos realizados 
por  órganos como el Tribunal Superior Militar, que no sólo es necesario el análisis del cúmulo 
probatorio, para la determinación de al menos un indicio grave de responsabilidad del procesado 
en la recolección de pruebas, sino que a su vez el delito que se analiza tiene como condición 
normativa que dado el bien jurídico que protege y el cual es columna fundamental de la 
institución militar, procederá, como único camino al Juez de Instrucción Penal Militar, en la 
imposición de medida de detención. De acuerdo con lo enunciado con antelación sobre este tema 
de la desobediencia, es pertinente referir lo enunciado: 
 
Sentencia del 10 de septiembre de 2009, Magistrada Jacqueline Rubio Barrera: De tal manera, 
que de conformidad con las normas antes citadas del Código Penal Militar, que es una 
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legislación especial y autónoma, como lo ha reconocido en reiteradas oportunidades la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, para el delito por el que se procede, la única medida de 
aseguramiento es la detención preventiva, y ello no es contrario a la Carta Política, en razón a 
que, ciertos delitos previstos en el digesto castrense por su importancia para el cumplimiento de 
las funciones de la Fuerza Pública, así como la naturaleza del bien jurídico protegido en cita, el 
legislador ha determinado que sólo dicha medida es la indicada. (Radicado 25311, 2009). 
 
Es por eso que, resulta claro que la protección especial que refiere el mencionado tipo penal, 
se origina de su naturaleza de especial sujeción al desarrollo de funciones y actividades del 
personal militar y policial en servicio. 
 
Sin embargo teniendo en cuenta diferentes decisiones del Tribunal Superior Militar en el 
análisis del delito de desobediencia es posible evidenciar que:  
 Establecimiento de pruebas de la causal de desobediencia. Así lo respalda la sentencia 
155135-7736 -XII-578 -006-EJEC2 del 13 de febrero de 2019, donde se revoca la 
providencia del Juzgado 37 de Institución Penal Militar por la cual cesa el 
procedimiento a favor del sindicado por presuntos delitos de desobediencia, homicidio 
y lesiones personales de forma culposa, y se indica: “Por lo anterior, surge imperiosa 
la necesidad de instar al funcionario instructor para que allegue dentro del término 
legal las pruebas señaladas, con las cuales se espera establecer si la conducta del 
                                                 
2 Tribunal Superior Militar. 13 de febrero de 2009. Conoce la Sala en Apelación la providencia de fecha 28 de abril 
de 2008, por la cual el Juzgado 37 de Instrucción Penal Militar cesó el procedimiento a favor del capitán Martín Daza 
Edilberto, quien fue sindicado por los presuntos delitos de desobediencia, homicidio y lesiones personales culposas. 
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procesado enmarca o no dentro de los tipos penales de desobediencia y homicidio y 
lesiones personales culposas”. 
Sea éste, entonces, una referencia pertinente para evidenciar que si bien es cierto el tipo penal 
de desobediencia parte de las condiciones de desatención de una orden legitima en servicio, la 
misma, en relación con la problemática expuesta, debe estar soportada en un acervo probatorio 
que permita fundar el indicio grave de responsabilidad del procesado, puesto que en el desarrollo 
del mismo, y dada la relevancia del bien jurídico tutelado en la institución castrense, será la 
imposición de medida de aseguramiento, como bien se refirió con antelación, la decisión 
respecto de la posibilidad de imposición de medidas como las privativas de libertad 
inexorablemente deben estar fundadas en un acervo probatorio sólido, que justifique o encuentre 
cabida para la restricción del derecho fundamental de la libertad. 
 
En el mismo sentir y tras la intensión de ahondar en las condiciones necesarias que debe 
atender un juez penal militar sobre los casos de análisis por el delito de desobediencia, se 
encuentra aquel caso en donde la existencia de irregularidades y vulneración del debido proceso, 
conllevan a la nulidad parcial del proceso, generando como consecuencia la libertad del 
procesado, sobre todo cuando existan factores y/o conductas que pueden ser consideradas como 
atenuantes o eximentes y deben investigarse para llegar a su aclaración, así lo sustenta el proceso 
No. 156149-6976-XIV-3383 llevado por el presunto delito de desobediencia donde se indica: 
“(…) En un Estado social de derecho resulta totalmente contrario a su filosofía que el derecho 
penal instrumentalice al hombre, por ello el proceso penal es un valor ético en sí mismo, que está 
                                                 
3 Tribunal Superior Militar. 16 de octubre de 2009. Por vía de apelación interpuesta por el doctor Gonzalo Serrano 
Flórez, en calidad de defensor, conoce esta Corporación Judicial la sentencia proferida el veintiocho (28) de agosto 
hogaño, mediante la cual el juez de primera instancia (E) del Departamento de Policía Norte de Santander condenó al 
patrullero Yeison Ferney Cordero Macea como autor responsable del delito de desobediencia 
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destinado a proteger al individuo de los excesos, busca la efectivizarían de derechos y garantías 
(…)”. En este caso se decretó puntualmente la nulidad parcial de la sentencia, debido a la falta de 
un proceso de investigación que esclareciera si existían factores dentro del ámbito de la salud del 
sindicado que pudieran ser relevantes para la evaluación de responsabilidad penal del patrullero 
por el delito de desobediencia, de modo que se decretó la libertad de este y adicionalmente se 
involucró al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF), por cuanto se 
requería del dictamen pericial del dictamen psiquiátrico del sindicado. 
 
Adicional a lo anterior, y como ya se enuncio previamente el delito de desobediencia es 
consecuencia de la desatención de una orden legitima en el servicio, es decir que será clara, y 
atienda la legalidad, así las cosas dentro de las características a estudiar para el delito en 
mención, para que exista el incumplimiento a una orden es condición necesaria la existencia y 
comunicación de la misma a quien deba atenderla, pues no será nunca exigible como 
acatamiento a orden aquella que no haya sido emitida o conocida por aquel que debiera acatarla.  
Por ello en atención al mecanismo de comunicación de la orden, en cuanto a la circunstancia de 
no recibir la orden en forma directa personal, indica el proceso 086-2009-150864-1263-XVI-
241-EJC4 donde se señala: “(…) Debe tenerse en cuenta, que Castillo Ruiz era el comandante de 
la base, y en tal condición debía conocer todas y cada una de las políticas de seguridad 
impartidas por el Comando de la Brigada, así no se las haya impartido este de manera directa, 
pero sí lo hacía a través del comandante del PEEV 11 por vía radial”. Lo anterior desembocó en 
                                                 
4 Tribunal Superior Militar. 31 de agosto de 2009. Se resolvió el recurso de apelación interpuesto por el defensor 
contra la Sentencia del 15 de febrero del 2008, en virtud de la cual el Juzgado Doce de Brigada con sede en Florencia 
– Caquetá condenó al Te. Castillo Ruiz Julio César a la pena principal de un (1) año de prisión, y las accesorias de 
separación absoluta de la fuerza pública e interdicción de derechos y funciones públicas por el mismo término de la 
pena principal, como autor responsable del delito de desobediencia. 
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un desentendimiento de los argumentos que fueron presentados en la apelación interpuesta por el 
sindicado, por lo tanto, se confirmó la sentencia que lo condenó a 12 meses de prisión por el 
delito de desobediencia. Esta argumentación judicial permite analizar una de las condiciones 
propias del área de operaciones, pues bien, es conocido que el desarrollo de operaciones militares 
y policiales se desarrollan en simultáneo en todo el territorio nacional, condición que obliga la 
comunicación de órdenes y difusión de información relevante por los  medios dispuestos para 
ello, en la línea de sucesión del mando. Razón por la cual no cabe excusa en la no atención a la 
orden impartida por el superior por medio radial, pues la misma es puesta de presente por los 
medios legales existentes para el momento y atiende a la línea de mando en cada uno de los 
escalones del mismo.  Pues mal haría entonces el operador judicial en desestimar la acción penal 
en contra el procesado, por el canal de comunicación por el cual se emite la orden y la línea de 
sucesión del mando en la calidad de comandantes en cada nivel.  
 
Por último, sea pertinente teniendo en cuenta lo enunciado respecto de la línea de sucesión del 
mando, la jerarquía característica propia de las instituciones castrenses y base fundamental de la 
organización de las mismas, respecto de la cual no solamente el derecho penal militar sino 
también las disposiciones disciplinarias para fuerzas militares como para la policía nacional,  
disponen en su articulado herramientas y medios a través de los cuales se hace viable el ejercicio 
de comando, el llevar a cabo el arte de comandar una unidad, que dentro de una organización 
militar jerarquizada conlleva no sólo a la observancia indicada de los principios y valores sino 
que con éste mismo puede replicar en el acatamiento de las ordenes por parte de la unidad y ser 
modelo positivo o negativo de conducta dentro de la misma, esta razón hace que cobre mayor 
relevancia la jerarquía en la emisión de la orden, pues será aquel que ostente superior grado el 
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que ejerza las funciones propias para orientar en materia administrativa y el comando de las 
unidades en el área de operaciones, siendo ésta entendida en la línea del primer escalón de 
mando hasta el último. 
1.1.2 Afectaciones al bien jurídico de la disciplina por el delito de desobediencia 
El Código Penal Colombiano no contempla la desobediencia en ninguna de las formas, ni 
siquiera en atención a los funcionarios públicos, a pesar de que en ellos existe la relación 
orgánica que jerarquiza su posición de superiores en las instituciones militares, Sin embargo, 
aquellos, sí están contenidos en el Régimen Disciplinario de los servidores públicos dentro de los 
deberes consignados en el capítulo segundo. (Ley 734, 2002 Art. 34.7)5 
Asimismo, la doctrina en la Justicia Penal Militar, respecto del delito de desobediencia, 
argumenta los siguientes puntos:  
 Para que exista una intervención por parte de la Justicia Penal Militar, se requiere que 
se haya realizado el acto o actos mientras el funcionario se encuentre en atribución de 
las Fuerzas Militares, esto se refiere a aquellas actuaciones que defienden la soberanía, 
la integridad territorial, la independencia y el orden constitucional. 
 En las actuaciones de tipo penal, el delito de desobediencia será manejado en todo 
momento bajo el Código Penal Militar, dado que, en el Código Penal para civiles, no 
contempla un delito relativo a la desobediencia, considerando que, para el común 
social de los civiles, la desobediencia no es disciplinable, puesto que es intrínseca del 
entorno castrense.  
                                                 
5 Ley 734 de 2002, por la cual se expide el Código Disciplinario Único. 
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 Es importante acotar que, el ciudadano del común no posee carácter de funcionario 
público en condición de “subalterno”, dado que, no presenta en ningún momento una 
condición de obligatoriedad frente a las expectativas sembradas en las funciones de 
carácter militar. Por ello se imposibilita que, posea características igualitarias frente a 
la práctica de la aplicación del Código Penal Militar (al utilizarlo como herramienta de 
la Justicia Penal Militar). Por el contrario, en línea directa con el Código Penal 
Ordinario y con base en los aspectos señalados con antelación como símiles entre uno 
y otro, se estaría solamente sujeto directamente al origen del delito. Sin embargo, para 
el caso objeto de estudio no presenta una justificación igualitaria que permita, en 
efecto, dicha similitud.  
Por consiguiente, se puede inferir que, para imputar el delito de desobediencia basado en el 
Código Penal Militar, los comportamientos investigados deben constituirse como un ataque al 
bien jurídico tutelado de lo que se conoce como disciplina.  
La disciplina militar como componente del bien jurídico tutelado en el delito de 
desobediencia, como se enunciará posteriormente se ha construido como estructura central de un 
gran número de conductas en el régimen penal militar, todas encaminada a la conservación de 
del bien jurídico enunciado desde el cumplimiento de las ordenes, o también desde el respeto a la 
antigüedad o jerarquía, condiciones necesarias para la consecución de la misión, la conservación 
de la institucionalidad y la propia convivencia en las unidades militares, situación que no presta 
menor relevancia, toda vez que las unidades militares se establecen como ubicaciones de 
permanencia de sus integrantes por largos periodos de tiempo. 
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 Así, se debe presentar un carácter lesivo del bien jurídico tutelado, dado que los servidores 
públicos de carácter militar tienen la posición de protectores frente a la libertad, la vida y la 
integridad de la nación y sus integrantes; y aunque algunas actividades previas pueden ser 
consideradas de tipo administrativo, se precisa recordar que el ejercicio del mando se encuentra 
establecido dentro de las esferas amplias para el cumplimiento de la misión, así como en el área 
de operaciones.       
1.1.3 Detención preventiva por delito de desobediencia 
Como ya se enunció, la justicia penal militar contempla tipos penales que ameritan una 
protección especial, por la misma naturaleza del bien jurídico que protegen y las funciones 
encomendadas como es el caso para la fuerza pública en ejercicio de labores, en el caso de la 
desobediencia, para aquellos militares y policías como destinatarios de la norma y quienes rigen 
sus acciones por la disciplina y el servicio como misión constitucionalmente atribuida, guarda 
inescindible relación con el bien jurídico y la garantía de protección al Estado y los ciudadanos. 
 En este contexto, resulta importante el aporte que genera el estudio de Sarache (2017), quien 
señaló: 
(…) Algo característico que ejemplifica el principio de especialidad, en la ley penal 
militar se prevé como única pena privativa de la libertad, la reclusión en establecimiento 
carcelario militar o policial, contrario de lo que sucede en la justicia ordinaria, en esta 
jurisdicción especializada, no existe detención preventiva en la residencia señalada por el 
imputado. (p. 12) 
Lo anterior en concordancia con lo dispuesto en el artículo 467 de la ley 1407 de 2010 el cual 
dispone la procedencia de la detención preventiva: “(…) procederá la detención preventiva en 
establecimiento carcelario, en los siguientes casos: 1. Cuando se trate de delitos que atenten 
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contra la disciplina, el servicio, cualquiera sea la sanción privativa de la libertad.  2. En los 
delitos investigables de oficio, cuando el mínimo de la pena prevista por la ley sea o exceda de 
dos (2) años y   3. Cuando se hubiere realizado la captura en flagrancia por delito doloso o 
preterintencional que tenga prevista pena de prisión.  
En esta norma es evidente la importante que el legislador consagró en cuanto a la protección 
del bien jurídico de la disciplina en las instituciones castrenses, pues es evidente que dispone 
expresamente la imposición de medida de aseguramiento de detención preventiva para este tipo 
de delitos, sin tener en consideración los mínimos de la pena que es inferior para el caso en 
estudio, sino que materializa su protección en ese nivel. 
 
Lo anterior representa uno de los grandes diferenciadores frente a los criterios utilizados en la 
Justicia Penal Ordinaria. Dado que, ejemplifica la diferencia entre la igualdad de derechos 
establecidos en la Constitución, al distinguir con claridad la actuación referente al ciudadano del 
común y la de un servidor de índole militar.   
Ahora bien, el Código Penal Militar contempla tres clases de medidas de aseguramiento, a 
saber: detención preventiva, caución y conminación. Lo cual refuerza aún más, el carácter que 
posee la Justicia Militar como una justicia especializada, pues se encarga de un sector específico 
de la población que posee características especiales, y es la razón por la cual la administración de 
la justicia penal está bajo criterios muy precisos y particularizados. Lo que se hace todavía más 
visible en los aspectos que se mencionan a continuación: 
 La detención preventiva no se consagra en el domicilio del imputado, está sujeta a un 
indicio de índole agravada frente a la responsabilidad de la ejecución de sus labores. 
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En este punto, es relevante enunciar que si bien es cierto y el derecho a la igualdad es un 
derecho fundamental, al no consagrarse la detención preventiva en domicilio respecto de los 
presuntos infractores de la ley penal militar como sujetos activos cualificados,  no advierte 
ninguna vulneración a ese derecho fundamental, toda vez que la misma guarda su pertinencia en 
la especialidad de la justicia penal militar dispuesto en el artículo 221 de la Carta Magna, razón 
por la cual no se entiende por igualdad la paridad entre los regímenes, sino la consideración de 
las diferencias propias entre ellos, como se materializa la no inclusión de detención domiciliaria 
en el régimen penal militar, aunado a las consideraciones propias de los delitos como por 
ejemplo el abandono del servicio, el cual no guardaría ninguna coherencia al imponer una 
detención domiciliara a quien precisamente en ejercicio de sus funciones abandono el servicio 
para el cual estaba nombrado. 
Además, una vez decantado que no existe vulneración al derecho fundamental de la igualdad 
y que dicha diferenciación se encuentra resguardada en las condición de especialidad de la norma 
penal militar en cuanto a su composición, también se hace necesario analizar que si bien es cierto 
y se contemplan los requisitos por los cuales se debe analizar para la imposición de la medida de 
aseguramiento de detención preventiva, esta no solo obedece por desarrollo jurisprudencial a la 
condición de ser un delito que atenta contra el bien jurídico de la disciplina sino que a su vez se 
hace necesario el estudio de proporcionalidad al momento de evaluar la decisión y ponderar el 
bien jurídico a proteger (la disciplina) y el bien jurídico personal a restringir (la libertad 
personal) 
Además, el autor Sarache (2017) también indicó:  
Este tema al igual, guarda relación directa con el principio de insignificancia, toda vez 
que el hecho punible hay que conectarlo e interpretarlo con la teoría material de la 
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antijuridicidad y la lesividad efectiva, significativa y real del bien jurídicamente tutelado, 
atendiendo variables, tales como la personalidad del autor; las circunstancias dentro de 
las cuales se realizó el hecho delictivo y el valor y alcance de la conducta, habida cuenta 
que el legislador en la nueva tendencia de sus políticas criminales, acorde con el principio 
de intervención mínima y necesidad de pena, teniendo en cuenta además, los límites a la 
función punitiva estatal y los funcionales del sistema penal reductivo, solo se justifica la 
aplicación de penas en los delitos de mayor dimensión y alcance social que resultan 
intolerables para la convivencia social y la seguridad jurídica en la visión de la doctrina 
moderna. (p. 71) 
En concordancia con lo comentado por Sarache, se vislumbran las cualidades que hacen al 
agresor de la ley penal, un sujeto especialmente cualificado jurídicamente, entendiendo que las 
políticas de origen castrense tienen validez en la cobertura del cumplimiento de los valores que 
cimientan la estructura organizacional de las Fuerzas Militares en nuestro país. 
En relación con esto, es importante citar lo que la jurisprudencia constitucional, a través de la 
Sentencia C-709 del 2002, ha legislado, así:  
El derecho penal militar es un derecho especial en que la mayoría de los delitos 
comprendidos en el Código Penal Militar supone la infracción grave de los deberes 
especiales que se encuentran relacionados con la disciplina a la cual se encuentran 
obligados los militares y con los deberes especiales en relación con el servicio, 
precisamente por ello, el legislador les ha otorgado un plus de antijuridicidad 
excluyéndolos de los beneficios o subrogados penales. 
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(…) Observa la Corte, que la disparidad de trato en cuanto a la procedencia de los 
subrogados penales se encuentra ajustada a fines constitucionalmente válidos, porque los 
delitos en los que se excluyen los beneficios penales, son aquellos que se encuentran 
directamente relacionados con la función asignada a los miembros de la fuerza pública, 
en tanto que los delitos que el actor cita como parámetros de comparación, a saber, el 
devastamiento, el saqueo y el peculado, si bien requieren la cualificación del sujeto activo 
de la conducta, no se encuentran directamente relacionados con las funciones asignadas a 
la fuerza. 
 
(…) Asimismo, se señaló que la medida de detención preventiva no es incompatible con 
la Constitución ni con los instrumentos internacionales que determinan su alcance, por 
cuanto se trata de una medida de carácter preventivo y excepcional y, siempre y cuando 
su procedencia esté previamente definida en la ley. 
 
Sucede pues que, el grado de especialidad presente en la Jurisdicción Penal Militar, incumbe a 
los deberes especiales que son impuestos a fin y efecto de mantener el orden dentro de las 
Fuerzas Militares. Convirtiéndose de esta manera, la disciplina, en un bien jurídico tutelado por 
el Código Penal Militar Colombiano, y que su contenido es violentado por los transgresores de la 
norma, en el ejercicio de las atribuciones legales asumidas per se, de su actividad laboral, visto 
que, debido al inadecuado comportamiento en el desarrollo de operaciones, incurren en 
conductas reprochables jurídicamente.  
Por su parte, el magistrado Javier Zapata Ortiz sostiene en su ponencia la desigualdad de 
aplicación al puntualizar:   
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[Que] respecto del derecho fundamental a la igualdad, ningún desconocimiento se 
advierte, porque, se reitera, para adoptar la determinación los jueces militares se 
fundamentaron en el artículo 221 de la Constitución y el Código Penal Militar, razón por 
la cual con fundamento en el citado derecho no se puede pretender establecer paridad con 
el ordenamiento penal ordinario, además, la inclusión o no de la sustitución de la 
detención preventiva por la detención domiciliaria en la legislación penal militar, es un 
asunto que corresponde decidir única y exclusivamente al legislador en los términos del 
artículo 150, numerales 1 y 2 de la Constitución, mas no al juez de tutela y menos por la 
vía de la integración. (Citado en Sarache, 2017, p. 43) 
 
Es así, como se logra afirmar que no existe paridad entre el Código Penal Colombiano con el 
Penal Militar, considerando que los sujetos a los que va dirigidos no cumplen con las mismas 
características. Manifestando una vez más, que los militares, son sujetos cualificados y por ende 
corresponde una normativa que regule sus conductas desde el punto de vista legal y jurídico sin 
dejar por fuera los valores y deberes militares, que son los cimientos de la cultura castrense, y 
por ende, el eje fundamental del adecuado ejercicio de las actividades militares en el ejercicio de 
las facultades otorgadas por la Constitución Política de Colombia, de salvaguardar la soberanía 
de nuestro país.  
De modo idéntico, en el siguiente apartado se amplían y apuntan cuáles son los delitos que se 
cometen contra la disciplina, con la finalidad de brindar una mayor comprensión y claridad sobre 
los conceptos hasta ahora presentados. 
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1.2  Delitos contra la disciplina 
Además de los delitos presentados en la sección anterior, existen otros tipos que también 
atentan contra la disciplina, los cuales se presentarán a continuación. Cabe mencionar que, entre 
estos delitos, se exceptúan los de lesa humanidad como el genocidio, la tortura y la desaparición 
forzada, debido a que esta clase de delitos generan la pérdida de la relación con el servicio 
militar en sí, por consiguiente, su juzgamiento solo le compete a la justicia ordinaria. Pues bien, 
además de los mencionados se tiene conocimiento de otros delitos que se definen en el libro 
segundo Parte especial de los delitos, en los capítulos 1, 2 y 3 del título I Delitos contra la 
disciplina, y los capítulos del 1 al 6 del título II, del Código Penal Militar, así: 
 Insubordinación. El que, mediante actitudes violentas en relación con orden legítima 
del servicio emitida con las formalidades legales, la rechace, impida que otro la 
cumpla, o que el superior la imparta, o lo obligue a impartirla, incurrirá en prisión de 
tres (3) a seis (6) años. 
 
 Desobediencia. (Definido previamente). 
 
 Ataques al superior. El que, en actos relacionados con el servicio, ataque por vías de 
hecho a un superior en grado, antigüedad o categoría, incurrirá, por esa sola conducta, 
en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
 
 Ataque al inferior. El que, en actos relacionados con el servicio, ataque por vías de 
hecho a un inferior en grado, antigüedad o categoría, incurrirá, por esa sola conducta, 
en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
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 Amenazas. El que, en actos relacionados con el servicio, manifieste por cualquier 
medio apto para difundir el pensamiento amenazas con el propósito de intimidar a 
superior es o inferiores, incurrirá por esta sola conducta en prisión de uno (1) a tres (3) 
años. 
 
 Abandono del comando. El que sin justa causa no ejerza las funciones propias del 
comando, jefatura o dirección por más de veinticuatro (24) horas consecutivas, en 
tiempo de paz, o por cualquier tiempo en estado de guerra exterior, conmoción interior 
o grave calamidad pública, incurrirá en la pena de que tratan los artículos siguientes. 
 
 Abandono de comandos superiores, jefaturas o direcciones. Cuando quien ejecute la 
conducta descrita en el artículo anterior sea el comandante general de las Fuerzas 
Militares, los comandantes de Fuerza, el jefe del Estado Mayor Conjunto, los 
comandantes de Comandos Conjuntos y de Fuerzas de Tarea, el director general de la 
Policía, los comandantes de Unidades Operativas y Tácticas y sus equivalentes en la 
Armada y la Fuerza Aérea, los directores de las Escuelas de Formación, los 
comandantes de Departamento de Policía y los comandantes de Comandos Unificados, 
Específicos y Operativos, incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años. 
 
 Abandono de comandos especiales. Si cualquiera de las conductas de que trata el 
artículo 101 de este código fueren realizadas por los comandantes de base, patrullas, 
contraguerrillas, tropas de asalto, fuerzas especiales y demás unidades militares o de 
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policía, comprometidas en operaciones relacionadas con el mantenimiento del orden 
público, guerra o conflicto armado, la pena será de uno (1) a tres (3) años de prisión. 
 
 Abandono del puesto. El que estando de facción o de servicio abandone el puesto por 
cualquier tiempo, se duerma, se embriague o se ponga bajo los efectos de sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas, incurrirá, en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
Si quien realiza la conducta es el comandante, la pena se aumentará de una cuarta 
parte a la mitad. 
 
 Abandono del servicio. El oficial o suboficial de la fuerza pública, o el personal de 
agentes o del nivel ejecutivo de la Policía Nacional que abandone los deberes propios 
del cargo por más de cinco (5) días consecutivos, o no se presente al respectivo 
superior dentro del mismo término contado a partir de la fecha señalada por los 
reglamentos u órdenes superiores, para el cumplimiento de actos del servicio, o no se 
presente dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha del vencimiento de una 
licencia, permiso, vacaciones o de su cancelación comunicada legalmente, incurrirá en 
prisión de uno (1) a tres (3) años. 
 
 Abandono del servicio de soldados voluntarios o profesionales. El soldado voluntario 
o profesional que abandone los deberes propios del servicio en campaña, operaciones 
militares, por cualquier tiempo, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
La pena será de uno (1) a dos (2) años de prisión, cuando el soldado voluntario o 
profesional en cumplimiento de actividades propias del servicio se ausente de la 
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unidad sin permiso por más de cinco (5) días, o cuando no se presente a los superiores 
respectivos dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en que se cumpla un turno 
de salida, una licencia, una incapacidad, un permiso o terminación de comisión u otro 
acto del servicio o en que deba presentarse por traslado. 
 
 Deserción. Incurrirá en prisión de ocho (8) meses a dos (2) años, quien estando 
incorporado al servicio militar realice alguna de las siguientes conductas: 
1. Se ausente sin permiso por más de cinco (5) días consecutivos del lugar donde 
preste su servicio. 
2. No se presente a los superiores respectivos dentro de los cinco (5) días siguientes a 
la fecha en que se cumpla un turno de salida, una licencia, una incapacidad, un 
permiso o terminación de comisión u otro acto del servicio o en que deba presentarse 
por traslado. 
3. Traspase sin autorización los límites señalados al campamento por el jefe de las 
tropas en operaciones militares. 
4. El prisionero de guerra que recobre su libertad hallándose en territorio nacional y no 
se presente en el término previsto en los numerales anteriores. 
5. El prisionero de guerra que recobre su libertad en territorio extranjero y no se 
presente ante cualquier autoridad consular o no regrese a la patria en el término de 
treinta (30) días, o después de haber regresado no se presente ante la autoridad militar, 
en el término de cinco (5) días. 
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 Delito del centinela. El centinela que se duerma, se embriague o se ponga bajo los 
efectos de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, o falte a las consignas especiales 
que haya recibido, o se separe de su puesto, o se deje relevar por quien no esté 
legítimamente autorizado, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
 
 Libertad indebida de prisioneros de guerra. El que sin facultad o autorización ponga a 
un prisionero de guerra en libertad o facilite su evasión, incurrirá en prisión de uno (1) 
a cinco (5) años. 
Si la evasión se realizare por culpa del encargado de su custodia o conducción, la pena 
se reducirá a la mitad. 
 
 Omisión en el abastecimiento. El miembro de la Fuerza Pública legalmente encargado 
para ello que no abastezca en debida y oportuna forma a las tropas, para el 
cumplimiento de acciones militares o policiales, incurrirá en prisión de uno (1) a cinco 
(5) años de prisión. 
Si como consecuencia de la conducta anterior resultare algún perjuicio para las 
operaciones o acciones militares o policivas, la pena será de dos a cinco años.  
Entre tanto, si la conducta se realiza por culpa, la pena se disminuirá hasta en la mitad. 
 
En este apartado, se han referido cada uno de los tipos penales descritos en el Código Penal 
Militar, por cuyo contenido se puede entender que, además del delito de desobediencia estudiado 
en los apartados previos, existen otros que atentan contra la disciplina que podrían converger con 
este delito al momento de aplicar el Código Penal Militar, dado que estos se constituyen como un 
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incumplimiento a las órdenes generales del deber y la disciplina militar. Es así que estos podrían 
tener un tratamiento similar y consecuencias asimilables a las que tendría el delito de 
desobediencia, el cual una vez hecho en análisis de cada caso en concreto y revisada la 
proporcionalidad para la imposición de medida de aseguramiento de detención preventiva, ésta 
sería la ordenada por lo establecido en el código penal militar al tratarse de delitos que atenta 
contra el bien jurídico de la disciplina.  
1.3 Las medidas provisionales   
El procedimiento penal militar, al igual que la Justicia Penal Ordinaria, consagra dentro de 
sus disposiciones las medidas de aseguramiento a fin de brindar garantía: en la comparecencia 
de quién está siendo investigado, la seguridad de la población y —si es el caso— de la víctima; así 
como también, salvaguardar, la garantía del desarrollo investigativo, la recolección probatoria y 
prevalencia de los bienes jurídicos de mayor relevancia para el caso en concreto, la disciplina.  
Denotando que, para los tipos penales que lesionan o ponen en peligro la disciplina, se tiene 
exclusivamente la restricción de la libertad, consideración acorde a la hipótesis planteada, toda 
vez que obliga al análisis de criterios para su imposición en esos tipos penales.  
 
Así las cosas, es imprescindible resaltar como se enunció en ocasión anterior, que los criterios 
existentes hoy por hoy en materia penal militar son idénticos a los aplicables en la justicia 
ordinaria, en nada distan los requisitos a evaluar la pertinencia de imposición de medida de 
aseguramiento de detención preventiva en ninguno de los dos sistemas existentes. Sin embargo, 
el análisis que reviste la posibilidad de restringir un derecho fundamental como la libertad en 
cualquiera de los dos regímenes, obedece a unas condiciones de análisis teniendo en cuenta que 
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con ellos se garanticen por medio del acervo probatorio que existe mérito para la imposición de 
la medida y que con la misma se logra un bien mayor al restringido con la medida preventiva. 
Respecto de estas consideraciones, la Corte Constitucional ha abordado el tema al referirse a 
los fines que debe atender la imposición de medida de aseguramiento, como medio de restricción 
de un derecho fundamental personal, expresando: 
“Las medidas de aseguramiento deben someterse al cumplimiento de estrictas 
exigencias fundamentales que estructuran su legalidad, a saber: (i) deben ser decretadas 
por intermedio de una autoridad judicial, en el desarrollo de un proceso al cual acceden o 
accederán; (ii) con carácter eminentemente provisional o temporal; y (iii) bajo el 
cumplimiento de los estrictos requisitos que la Constitución y la ley prevén. 
Adicionalmente, (iv) deben estar fundamentadas en alguna de las finalidades 
constitucionalmente admisibles para su imposición. El artículo 250 numeral 1° de la 
Constitución destaca el criterio de necesidad como guía que debe orientar la imposición 
de una medida de aseguramiento, parámetro que se encuentra a su vez vinculado a las tres 
finalidades allí establecidas: (i) asegurar la comparecencia de los imputados al proceso 
penal; (ii) la conservación de la prueba; y (iii) la protección de la comunidad, en especial 
de las víctimas.” (Sentencia C318, 2008). 
 
Consecuencia de lo anterior, son evidentes los criterios que debe analizar el operador judicial 
al momento de evaluar la pertinencia de una medida de aseguramiento de detención preventiva, 
atendiendo a los criterios ya decantados por la Corte Constitucional, so pena de restringir el 
derecho fundamental a la libertad sin fundamento. 
 
32 
 
 
 
1.4 Detención preventiva en la Ley 1407 de 2010 
Cabe indicar que para el caso bajo estudio, se tuvo en cuenta el análisis de las medidas de 
aseguramiento restrictivas de la libertad dispuestas en la Ley 1407 de 20106, las cuales se 
consagran taxativamente con los siguientes requisitos de detención preventiva:  
Artículo 465. Medidas de aseguramiento.  
Son medidas de aseguramiento:  
a) Privativas de la libertad.  
1. Detención preventiva en establecimiento de reclusión militar o policial.  
 
 Artículo 466. Requisitos.  
El juez penal militar de control de garantías, a petición del fiscal penal militar, decretará 
la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia 
física recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir 
razonablemente que el indiciado o acusado puede ser autor o partícipe de la conducta 
delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes 
requisitos:  
1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el 
imputado o acusado obstruya el debido ejercicio de la justicia.  
2. Que el imputado o acusado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, de 
la víctima o de la fuerza pública.  
                                                 
6 Ley que promulga el Código Penal Militar Colombiano 
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3. Que resulte probable que el imputado o acusado no comparecerá al proceso o que no 
cumplirá la sentencia.  
 
Artículo 467. Procedencia de la detención preventiva.  
Satisfechos los requisitos señalados en el artículo anterior, procederá la detención 
preventiva en establecimiento carcelario, en los siguientes casos:  
1. Cuando se trate de delitos que atenten contra la disciplina, el servicio, cualquiera sea 
la sanción privativa de la libertad. (Negrilla fuera de texto) 
 
Con base en lo dispuesto en la legislación citada, se determinan los requisitos que el juez 
penal militar debe atender —en el análisis de cada caso— en relación con el trasgresor de la 
norma, estos son: la posibilidad de obstruir la justicia, el peligro que puede implicar para la 
sociedad o la víctima y la comparecencia al proceso. Esta condición resulta novedosa para la 
Justicia Penal Militar, pues el operador judicial debe analizar la pertinencia de la imposición o 
no, de la medida de aseguramiento, como restricción al derecho fundamental y constitucional de 
la libertad, sólo cuando haya analizado la proporcionalidad de la medida y, sólo en aquellos 
casos que sea necesario, y que con ella se cumplan los fines procesales descritos. 
Así, para la procedencia de la medida de aseguramiento en el caso de los delitos que lesionan 
o ponen en peligro el bien jurídico de la disciplina, se deben haber superado los requisitos 
determinantes en el examen que realiza el operador judicial, lo que —como se mencionó— es 
nuevo para la Justicia Penal Militar, por esta razón obliga a indagar sobre la pertinencia de ésta, 
desde las características y el tratamiento del régimen especial, y la preservación de la disciplina 
como principio fundamental de la Justicia Castrense.  
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Con relación a lo dilucidado en el párrafo anterior, es fundamental, examinar los requisitos 
enunciados con antelación, todo ello con la finalidad de determinar, ¿Cuáles son las condiciones 
particulares que cada uno presenta en el régimen especial, que es tema de estudio? 
1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria, a fin de evitar que el 
imputado o acusado obstruya el debido ejercicio de la justicia.  
Al discurrir que, no existe ninguna referencia dentro del Código Penal Militar sobre la 
denominada obstrucción a la justicia, por integración normativa en este documento se referirá lo 
descrito en el artículo 309 de la Ley 906 de 20047, donde se consagra lo siguiente:  
Artículo 309. Obstrucción de la justicia. Se entenderá que la imposición de la medida de 
aseguramiento es indispensable para evitar la obstrucción de la justicia, cuando existan 
motivos graves y fundados que permitan inferir que el imputado podrá destruir, 
modificar, dirigir, impedir, ocultar o falsificar elementos de prueba; o se considere que 
inducirá a coimputados, testigos, peritos o terceros para que informen falsamente o se 
comporten de manera desleal o reticente; o cuando impida o dificulte la realización de las 
diligencias o la labor de los funcionarios y demás intervinientes en la actuación.  
 
Con fundamento en lo aunado se entiende que, la intención de esta norma es proteger el 
correcto desarrollo de la actividad investigativa dentro de los procesos que se adelantan en 
materia penal, así como la correcta administración de la justicia que, para el caso sub examine, se 
proyecta en la actividad propia a desarrollar por el juez de Instrucción Penal Militar. Estos 
funcionarios judiciales, evalúan las circunstancias que rodean el hecho investigado y las propias 
del procesado, para poder determinar la procedencia o no, de la privación de la libertad del 
                                                 
7 Ley por medio de la cual se expide el Código Penal Colombiano. 
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imputado; ello con el fin de que, éste no entorpezca, impida o genere influencia en el recaudo de 
elementos materiales probatorios y evidencia física.  
Sobre este criterio, la Corte Suprema de Justicia en Providencia Número SP2438-2019, 
decisión en Sala Penal del 03 de julio de 2019, ha pronunciado lo siguiente: 
Pues bien, a la detención provisional se le ha dado el tratamiento de medida cautelar de 
naturaleza personal, adjudicándosele, por una parte, la función de aseguramiento del 
imputado, a manera de garantía de comparecencia al juicio y cumplimiento de una 
eventual condena; por otra, el fin de mantener la indemnidad del proceso a través de la 
conservación de los medios de prueba (cfr. Art. 250-1 de la Constitución, Art. 355 de la 
Ley 600 de 2000 y Art. 296 de la Ley 906 de 2004). Se trata de precaver los riesgos de 
fuga y obstrucción probatoria, los cuales incuestionablemente, conspiran contra el 
legítimo propósito de realizar debidamente el proceso penal, como inexorable vía del 
ejercicio de la pretensión punitiva estatal. Asimismo, se le han asignado finalidades de 
protección a la comunidad, en especial a las víctimas.  
 
En atención al pronunciamiento hecho por ésta Corporación, y teniéndolo como fundamento 
para el correcto análisis de viabilidad, con relación a la función de la medida y conservación en 
materia probatoria, se hace notoria la pertinencia de lo descrito en la ley respecto al primer 
requisito para la imposición de la medida de aseguramiento de detención preventiva. Puesto que, 
tiene como premisa la obligación que recae sobre el funcionario judicial competente, de instituir 
la necesidad de aducir el criterio mencionado, con el fin de salvaguardar lo anteriormente 
previsto e imponer una medida restrictiva del derecho fundamental de la libertad del investigado, 
en otras palabras, examinar la necesidad de la imposición de la medida de aseguramiento a fin de 
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salvaguardar los criterios antes descritos, tales como la comparecencia del procesado, prevenir y 
corregir los indicios que lleven a obstruir la investigación por parte del indiciado.  
 
2. Que el imputado o acusado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, de la 
víctima o de la fuerza pública.  
Respecto de éste criterio, el Tribunal Superior Militar se ha pronunciado por medio del 
magistrado ponente TC Camilo Andrés Suárez Aldana en el Proceso No. 156920, donde indicó:  
[Que] es necesario que la sociedad militar conviva en su interior disciplinada, 
cohesionada, ordenada, en condiciones óptimas de coexistencia, porque ello se traduce en 
preservación de la estructura, jerarquía, subordinación; solo así se alcanza eficazmente el 
éxito y por ende el cumplimiento de las finalidades constitucionales a las cuales se debe 
la fuerza pública. En suma, la disciplina contribuye a la legitimidad, integridad, seguridad 
e interés de las Fuerzas Militares y de Policía; propósitos que no solo se reclaman, dentro 
del concepto de interés general en la colectividad “fuerza pública”, sino, en la sociedad en 
general. 
 
Con lo planteado se logra precisar, la prevalencia que tiene el bien jurídico de la disciplina 
dentro de las instituciones jerarquizadas como la fuerza pública. Por lo tanto, bajo este criterio, el 
análisis parte de la relevancia que éste posee en la cohesión de la fuerza, para lo cual el juez 
penal militar, debe analizar la siguiente situación susceptible ocurrir, sí el procesado generaría 
daño o pondría en peligro a la comunidad, donde tendrá como premisas las características de la 
comunidad castrense como, por ejemplo, el arraigo laboral y familiar, en la mayoría de las 
ocasiones, ambas concurrían en la misma unidad militar.  
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Como lo expuso Suárez en la referencia anterior, dado que la disciplina, la cohesión y el 
orden hacen parte de la razón de ser de la comunidad castrense, el operador judicial no puede 
desatender estas condiciones al momento de evaluar los hechos investigados en el proceso, pues, 
es posible que las conductas que trasgreden esas condiciones de la esencia de la Fuerza Militar y 
Policial se repliquen o sean generalizadas por otros miembros de la fuerza pública. Así pues, la 
condición que el legislador consagró en este criterio, contempla únicamente la detención para los 
infractores de los tipos penales, contra la disciplina, toda vez que el nivel o grado de afectación 
del bien jurídico tiene una relación directa con la misma esencia de las instituciones 
jerarquizadas.   
En ese sentido es fundamental que, al momento de determinar la restricción de la libertad, las 
consideraciones fácticas y jurídicas expuestas estén probadas y no queden en la subjetividad del 
operador judicial, porque con ello se demostrará la existencia de la puesta en peligro para la 
comunidad.  Y en relación con el caso que nos ocupa, la comisión del delito de desobediencia, 
reforzaría la reiteración de la conducta punible, lo que implicaría la puesta en peligro de la 
misión encargada a la unidad en cumplimiento de operación militar.    
 
3. Que resulte probable que el imputado o acusado no comparecerá al proceso o que no 
cumplirá la sentencia.  
Respecto a este criterio, en materia de justicia penal ordinaria, en la Ley 906 de 2004 se 
dispuso lo siguiente: 
Para decidir acerca de la eventual no comparecencia del imputado, además de la 
modalidad y gravedad del hecho y de la pena imponible se tendrá en cuenta: 1. La falta de 
arraigo en la comunidad, determinado por el domicilio, asiento de la familia, de sus 
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negocios o trabajo y las facilidades que tenga para abandonar definitivamente el país o 
permanecer oculto. 2. La gravedad del daño causado y la actitud que el imputado asuma 
frente a este. 3. El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro 
anterior, del que se pueda inferir razonablemente su falta de voluntad para sujetarse a la 
investigación, a la persecución penal y al cumplimiento de la pena. (Art. 312)  
 
Este último criterio se puede analizar dentro del escenario castrense por integración 
normativa. Sucede pues que, a partir de la premisa inicial del arraigo laboral y familiar dentro de 
la unidad militar, la cual es una condición propia del desarrollo de las funciones y actividades del 
miembro activo de la fuerza pública.  
No obstante, respecto a este criterio se debe destacar que existen tipos penales como el 
abandono del servicio o la deserción, que dada su naturaleza tienen implícito el riesgo de no 
comparecer al proceso. Esta condición no se presenta en el delito de desobediencia y hace que el 
criterio en referencia sea menos claro, gracias a que, en el caso de militares y policías en servicio 
activo, ellos están estrictamente ligados a la unidad militar o policial de la cual son orgánicos, 
por lo tanto, presentan condiciones para ser ubicados en caso de que así se requiera dentro de las 
etapas procesales. 
1.5 Justicia penal 
1.5.1 Justicia Penal Militar 
A fin y efecto de proporcionar claridad al lector, es menester indicar que, el origen de la 
Justicia Penal Militar se halla en los artículos 116 y 221 de la Constitución Política de Colombia, 
de los cuales se pretende atribuir procedencia de procesos contra militares. En principio, la 
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Justicia Penal Militar no hace parte de manera orgánica de la Rama Judicial, pero su 
funcionamiento sí se rige por atribuciones de ésta debido a que, por ser una rama especializada 
de la justicia, realiza investigación y juzgamiento de delitos cometidos por miembros de la fuerza 
pública, entre los cuales se encuentran los miembros de la Policía Nacional y las Fuerzas 
Militares. 
Por tal motivo, el hecho de administrar justicia genera un símil frente a la Justicia Penal 
Ordinaria, pues al realizar un Pareto con ésta, se observa que dentro de su estructura el máximo 
poder de juzgamiento lo tiene, la Corte Suprema de Justicia (Villamil y Quintero, 2001). Por otro 
lado, se tiene que su estructura es garante de la independencia e imparcialidad de la cual goza el 
sistema ordinario.  
1.5.2 Sistema Penal Ordinario 
En concordancia con el tema de análisis, a continuación, se presentan algunos aspectos claves 
del sistema penal acusatorio en Colombia, el cual ha sido utilizado como una “guía” de 
aplicación en los casos relativos a la fuerza pública. Éste sistema reúne procedimientos 
estructurados con base en los principios de concertación, contradicción, inmediación y 
publicidad para así garantizar que se materialice la acción penal de manera efectiva, sin vulnerar 
los derechos de los ciudadanos. 
 Las características que este sistema presenta son (Rama Judicial, 2004): 
 Oralidad.  
 Legalidad. 
 Gratuidad. 
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 Diferenciación estricta de los responsables de la investigación, control de garantías y 
el juzgamiento. 
 Publicidad. 
 Inmediación y celeridad. 
 Contradicción y controversia probatoria en el juicio. 
 Concertación. 
 Igualdad de oportunidades. 
 Juez garante de los derechos. 
 Principio de oportunidad. 
 Posibilidad de acuerdos y preacuerdos.  
 
En dichos procesos intervienen entidades como la Defensoría del Pueblo y la Fiscalía, la 
primera se encarga de defender los intereses del sindicado; mientras que, a la segunda le 
corresponde acusar, imputar e investigar los hechos sobre los cuales se sindica de un delito 
específico. Ahora bien, las partes en cita, deben mostrar frente al juez sus respectivos alegatos, 
quien tiene la responsabilidad, entre otras, de verificar y asegurar que el desarrollo del proceso se 
realice de forma equitativa, sin que se vulneren los derechos de ninguna de las partes que 
intervienen en el proceso, conforme lo ha expresado en la Constitución Política de Colombia al 
con fundamento en el principio de imparcialidad. 
Una vez se ha iniciado el proceso, entran en vigor las audiencias de formulación de la 
imputación, conocimiento, preparatoria, juicio oral y el pronunciamiento inmediato de fallo, lo 
que en tiempos óptimos transcurre en aproximadamente 120 días. Además, en este 
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procedimiento se deben entregar los elementos materiales probatorios y las evidencias físicas. En 
el caso que lo requiera se deben generar las medidas cautelares, etc. 
Así, la organización de la jurisdicción penal que interviene según el tipo y alcance del delito a 
juzgar es la siguiente: 
 Sala de Casación Penal. 
 Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 
 Juzgados Penales del Circuito Especializado. 
 Juzgados Penales Municipales. 
De acuerdo con lo referido, se puede concluir esta sección al señalar que el sistema penal 
acusatorio promete una estructura definida y organizada que contempla dentro de su ejecución el 
debido proceso y la celeridad de éste. 
1.5.3 Sistema penal militar 
Por lo general, el sistema penal militar cuenta con los mismos componentes de tipo 
probatorio, así como también con los principios y características previamente descritos, excepto, 
por lo narrado a continuación:  
En la justicia ordinaria el funcionario instructor (fiscal) es el mismo calificador, mientras 
que en la Justicia Penal Militar se desligó la instrucción de la calificación para mayores 
garantías, pues de hecho el instructor es el juez de Instrucción Penal Militar y el 
calificador es el fiscal penal militar. No existe dentro de la Justicia Penal Militar 
sentencia anticipada ni audiencia especial que rebaje las penas. (Justicia Militar, s.f.) 
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Por otra parte, es importante señalar que el Código Penal Militar actual, ha incluido la 
novedad de que a los jueces les corresponde juzgar a los sindicados y no a los comandantes. 
Asimismo, dispone que toda clase de delito que haya sido cometido por actos o con ocasión del 
servicio puede ser investigado y juzgado. 
En lo referente a la conformación administrativa (jerarquía de mayor a menor) del sistema 
penal militar, esta se define de la siguiente manera: 
 Brigadier general – grupos coordinadores. 
 Coordinadores de Fuerza. 
 Escuela de Justicia Militar. 
En cuanto a la estructura funcional de la Justicia Penal Militar, esta se encuentra (jerarquía de 
mayor a menor) categorizada así: 
 Corte Suprema de Justicia (Sala de Casación Penal). 
 Tribunal Superior Militar. 
 Jueces penales militares en primera instancia. 
Referente al proceso detallado que se realiza, éste puede demorar entre 60 a 180 días en etapa 
de investigación, en el caso de que existan más de dos procesados o delitos. La calificación 
puede encontrase en el término de 8 a 15 días. Y entre la iniciación del juicio (15 días), fijación 
de fecha y hora de la audiencia (10 días), y la lectura de la sentencia (8 días), se cuenta con un 
total aproximado de 100 a 228 días del proceso. 
Asimismo, en este sistema se comprenden los siguientes sujetos procesales: 
 Ministerio Público: entidad que participa de las Cortes Marciales, las cuales se 
conocen como las audiencias donde se realiza el juzgamiento del sindicado, 
subsiguiente al agotamiento de la etapa instructiva y de calificación. Éste, es garante 
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de ejercer el control en la Justicia Penal Militar, precedido por la Procuraduría General 
de la Nación. 
 Fiscal penal militar: es el encargado de calificar las pruebas y, determinar si cesa el 
procedimiento penal o se profiere la resolución de acusación. 
 Procesado: es quien enfrenta el proceso penal generado. 
 Defensor: es la parte procesal encargada de proponer la defensa del procesado. Ésta 
puede ser de tipo militar o civil, siempre y cuando, el defensor sea un abogado 
titulado. 
 Parte civil: representa los intereses de aquellos que han sido afectados por el delito en 
cuestión. 
También es pertinente manifestar que, debido a las cuestiones relacionadas con la jerarquía, 
los brigadieres generales, mayores generales y otros oficiales de insignia son investigados y 
juzgados por la Corte Suprema de Justicia, pues así lo dispone la Constitución Política de 
Colombia. 
 Por tal motivo, tienen cabida las siguientes aclaraciones: 
 No hay lugar a la protección de testigos. 
 No podrán utilizarse procesos más breves para los delitos por juzgar, puesto que todos 
deben investigarse y juzgarse. 
 En cuanto a las cárceles, estas no pueden ser de tipo común, sino de clase especial, 
según el tipo de funcionario de la fuerza pública. 
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1.6 Fuero militar 
De acuerdo con el concepto dictaminado por la Justicia Militar (s.f.) “se entiende como fuero 
penal militar aquella prerrogativa que tienen todos los miembros de la fuerza pública en servicio 
activo, a ser juzgados por las Cortes Marciales o Tribunales Militares con arreglo a las 
prescripciones del Código Penal Militar”.  
 
Esta conceptualización se sustenta en lo descrito en el artículo 221 de la Constitución Política 
de Colombia de 1991, a saber:  
De las conductas punibles cometidas por los miembros de la fuerza pública en servicio 
activo y en relación con el mismo servicio, conocerán las Cortes Marciales o los 
Tribunales Militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales 
cortes o tribunales estarán integrados por miembros de la fuerza pública en servicio 
activo o en retiro. 
 
En la investigación y juzgamiento de las conductas punibles de los miembros de la fuerza 
pública, en relación con un conflicto armado o enfrentamiento que reúna las condiciones 
objetivas del Derecho Internacional Humanitario, se aplicarán las normas y principios de 
este. Los jueces y fiscales de la justicia ordinaria y de la Justicia Penal Militar o Policial 
que conozcan de las conductas de los miembros de la fuerza pública deberán tener 
formación y conocimiento adecuado del Derecho Internacional Humanitario. 
La Justicia Penal Militar o Policial será independiente del mando de la fuerza pública. 
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Por otra parte, el autor Niebles (s.f.) complementa lo anterior al referir lo dispuesto en la 
Sentencia C1184/08, esto es: 
Según el fuero penal militar, los delitos que cometan los miembros de la fuerza pública 
(Fuerzas Militares y Policía Nacional) en servicio activo, y en relación con el mismo, son 
competencia de las Cortes Marciales o Tribunales Militares (integrados por personal en 
servicio activo o en retiro), con arreglo a las disposiciones del Código Penal Militar. El 
fuero penal militar se estableció como una excepción a la competencia general de la 
jurisdicción ordinaria para el conocimiento de ese tipo de conductas, por lo tanto, sus 
alcances deben ser determinados en forma estricta y rigurosa, no solo por la ley sino 
también por el intérprete, como quiera que acorde con la hermenéutica constitucional las 
excepciones, para evitar que se conviertan en la regla general, deben ser interpretadas de 
forma restrictiva. 
 
La jurisprudencia en comento, enfatiza en la delimitación específica de los alcances del fuero 
militar dentro de la ley penal militar, y a su vez, resalta que dicha acepción jurídica se encuentra 
normada por lo contenido en la Constitución Política de Colombia, en su artículo 221. Lo 
aunado, en razón a enfocarla como una excepción a la regla general atinente a las conductas 
punibles cometidas por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, y en relación con el 
mismo servicio.  
 
Acorde con lo anterior, resulta pertinente, a fin de afianzar y aclarar el concepto aludido 
dentro de esta investigación, citar lo referido por Cermeño (2004): 
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[Que] la existencia de los fueros no constituye en realidad un privilegio, más bien es la 
respuesta a una necesidad de orden social, la cual, no es otra que la de preservar la 
independencia y la propia dignidad de quienes cuentan con determinado cargo o 
investidura, constituyéndose en favor de las funciones públicas y el orden institucional, 
mas no como un simple favorecimiento que se le hace a determinadas personas.  
Entendido de esta manera el fuero puede ser: ordinario, poder en virtud del cual se 
pueden conocer todas las causas, ya sean civiles o criminales, siempre que las mismas no 
se constituyan como competencia de los tribunales especiales y privilegiado, poder que se 
tiene para conocer determinada clase de causas, o las que hacen referencia a determinadas 
personas en razón de su condición especial, de la función que desempeñan, e incluso de la 
profesión en la que se desenvuelven en la sociedad; cuyo conocimiento ha sido 
expresamente sustraído de los tribunales ordinarios. (p. 3) 
 
Una vez se obtiene claridad en el concepto de fuero militar, conviene enunciar cuáles son los 
elementos que lo conforman: 
 Sujeto activo: persona perteneciente y activa en la fuerza pública, entre ellos se 
encuentran los militares y agentes de policía.    
 Delito cometido: el cual debe encontrarse vinculado directamente con el servicio, por 
eso se convierte en un elemento objetivo o funcional. 
Este fuero, con la entrada en vigor del nuevo Código Penal Militar, desapareció para los 
rangos de brigadieres generales, mayores generales y generales, dado que los oficiales de 
insignia serían juzgados por la Corte Suprema de Justicia. 
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Capítulo 2. Análisis de utilidad criterios actuales de medida de aseguramiento 
Como se ha revelado a lo largo del desarrollo del referido documento, en el presente capítulo, 
se desglosará el análisis y la respectiva verificación de la jurisprudencia vigente que ha ido 
definiendo el enfoque jurídico que se le debe dar al delito de desobediencia, siendo éste, una de 
las conductas que transgreden el bien jurídico de la disciplina dentro de las fuerzas militares de 
Colombia. De este modo, se construirá la conclusión correspondiente a validar sí los criterios 
existentes en la actualidad, para la imposición de medidas de aseguramiento de detención 
preventiva, son útiles en la finalidad de preservar la disciplina dentro de la comunidad militar. 
Para alcanzar el cometido propuesto, se tomarán conceptos jurídicos emitidos por la Corte 
Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y el Tribunal Superior Militar, así: 
2.1  Pronunciamientos del Tribunal Superior y Corte 
Previo al estudio de la utilidad que tienen o no los criterios a investigar, es importante 
soportar dicho análisis en los pronunciamientos que han hecho los tribunales y la Corte respecto 
al tema, los cuales se presentan en los subtemas enunciados en este apartado. 
2.1.1 Desobediencia 
Atendiendo a lo enunciado a lo largo del presente trabajo, la desobediencia como tipo penal 
que atenta contra el bien jurídico de la disciplina, la ley consagro una única vía para el operador 
judicial, que es la detención preventiva, en cumplimiento a lo consagrado en la ley 522 de 1999, 
siempre y cuando exista el indicio grave de responsabilidad del procesado. 
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En ese sentido, expreso El Tribunal Superior Militar por medio del magistrado ponente 
Camilo Suárez: 
[Que] la situación jurídica fue resuelta mediante Providencia del diez (10) de agosto 
pasado, en la que se profirió medida de aseguramiento de detención preventiva, sin 
beneficio de libertad provisional, contra el encausado, por el punible de desobediencia 
(…)  
[Que] al no encontrar, como mínimo, el indicio grave que exige el legislador para proferir 
medida de aseguramiento, aun ni frente a las afirmaciones de la funcionaria instructora, al 
referir su presencia, pero carecer de argumentación que verifique cuál es el indicio, cómo 
lo construye, cuál es el hecho indicador, cuál la inferencia, cuál es el indicante, ni qué 
método emplea para llegar a tal conclusión; constituyen razones suficientes para que el 
tribunal por vía de la Sala de Decisión, entre a revocar la medida restrictiva impuesta, 
ordenando la libertad inmediata del procesado, para lo cual se comisionará al Juzgado 38 
de Instrucción Penal Militar. 
Condición ésta que, exige al operador judicial al momento de evaluar la pertinencia de la 
medida de la detención preventiva si existe en realidad el acervo probatorio necesario 
para restringir el derecho fundamental a la libertad, con el fin de salvaguardar un bien 
jurídico superior en la comunidad castrense como lo es la disciplina. 
 
Por su parte, el magistrado ponente Ismael Enrique López Criollo presentó otra postura 
referente a un caso de una supuesta mala interpretación en un dictamen de medida de 
aseguramiento frente al cargo de desobediencia por malentendido (Tribunal Superior Militar, 
2009). Sobre este hecho el magistrado manifestó: 
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(…) Es así como el derecho penal militar reprime aquellas conductas que van en contra 
de esos valores propios institucionales, consagrando delitos como la insubordinación, la 
desobediencia en sus distintas modalidades, los ataques o amenazas a superiores e 
inferiores, el abandono del puesto, el abandono del servicio, la deserción, el delito del 
centinela, la inutilización voluntaria, la cobardía, entre otros (…). 
 
Precisando la especialidad del derecho penal militar, y la exigencia a los funcionarios de la 
fuerza pública en ejercicio de la misionalidad constitucional a ellos encomendada, pues se exige 
de los mismos que ostentan el monopolio de las armas la seguridad del territorio y su población 
así como el acatamiento inexorable de las normas. 
 
(…) A este respecto se lee en el informe-ponencia sobre fuerza pública presentado a la 
Asamblea Nacional Constituyente:  
 
“En este artículo, es necesario establecer la diferencia entre la orden militar y la orden 
reflexiva. La primera es de estricto cumplimiento y solo es responsable el superior que la 
imparta, y la segunda se aplica a la Policía Nacional, y esta puede impugnarse cuando 
eventualmente entrañe violación a la Constitución, a la ley, al reglamento o sea 
inconveniente; es decir, en esta última, responde tanto el superior que la emite como el 
subalterno que le da cumplimiento; además, para la orden judicial, el dolo es personal e 
intransferible” (Gaceta Constitucional No. 44, 12 de abril de 1991, p. 10). 
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Es evidente entonces entender que para el estudio del delito de desobediencia la emisión de la 
orden militar que es de estricto cumplimiento guarda relación con la obediencia debida, 
entendiendo que aquella sea acorde a la constitución y la ley, y corresponda con los valores y 
principios institucionales. 
 
(….) Al efecto y sobre la dogmática de este delito, es pertinente reproducir el siguiente 
aparte de la monografía El injusto en el delito militar de desobediencia, en cuyo texto se 
lee: 
El desvalor de acción en el delito de desobediencia se da cuando el miembro de la fuerza 
pública dolosamente incumple o modifica una orden legítima relacionada con el servicio, 
entendida esta acepción en su sentido estricto, como aquellas tareas o actividades 
realizadas en el marco de la misión constitucional asignada a las Fuerzas Militares, que 
ha sido impartida por el superior con las formalidades legales, infringiendo el deber de 
obediencia que le exige la condición de miembro del ente armado. El desvalor de 
resultado se concreta en la alteración de la disciplina militar, que es el medio o 
instrumento que permite la eficacia de la institución castrense, razón por la cual se le 
exige a integrante de la fuerza pública cumplir sin vacilación la orden legítima la cual va 
encaminada a la consecución de la tarea que la Constitución Política le ha asignado a las 
Fuerzas Militares en un modelo de Estado democrático de derecho, en cumplimiento de 
los fines esenciales del Estado, y ese grado de afectación al bien jurídico se podrá 
determinar, constatando de una parte, si efectivamente la orden que ha sido incumplida o 
modificada estaba dirigida a ejecutar una actividad directamente relacionada con la 
defensa de la independencia nacional, mantenimiento de la integridad territorial, y 
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asegurar la convivencia pacífica y la vigencia del orden jurídico en coherencia con el 
artículo 2º de la Carta Política, según el cual las autoridades de la República están 
instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, 
bienes, creencias y demás derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales. 
Consideraciones éstas que, son de estrecha relación con el contenido analizado en cuanto a 
que sólo es exigible del funcionario público militar o policial, para el caso en estudio, el 
incumplimiento a la orden siempre y cuando esta corresponda a las normas y leyes vigentes y 
cumplimiento de la misión para la cual es dispuesta la fuerza pública, esto sin perder de vista que 
la consecuencia al momento de evaluar la comisión del delito de desobediencia en cuanto a las 
medidas de aseguramiento es la detención preventiva en establecimiento de reclusión militar o 
policial. 
 
Ahora bien, existen diversos factores que por sus características se constituyen como 
atenuantes o agravantes que se deben considerar al momento de proferirle medidas de 
aseguramiento a un procesado. Entre ellos se encuentran los mencionados por el magistrado 
Ismael Enrique López (Tribunal Superior Militar, 2011), quien manifestó que hay circunstancias 
especiales sobre las que se puede revocar una sentencia, aunque esta ya posea una aparente 
confirmatoria: 
En su recurso la defensa estimó que su representado no requiere ser detenido, por no ser 
un avezado criminal o que posea una personalidad con la cual pueda poner en peligro a la 
comunidad y menos que deba estar detenido para garantizar su comparecencia al proceso, 
pues, además, no presenta ningún antecedente, ni está en condiciones de comprometer o 
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alterar los elementos materiales de prueba. Por el contrario, apreció de su hoja de vida y 
trayectoria profesional, que se trata de un joven oficial con positivos resultados 
operacionales y permanente interés de superación, razones por las cuales consideró que 
su permanencia en el servicio hará que siga siendo útil a la sociedad. 
 
Como apoyo a dicha afirmación también: 
Afirmó que detener a una persona que no constituye un real peligro social, es contrariar 
los postulados constitucionales que hoy privilegia y garantizan el ejercicio pleno de la 
libertad. Este postulado lo sustentó citando una providencia de este tribunal, en la que con 
ponencia de la señora TC. Rosa Elena Tovar, se expuso que la injerencia de la libertad 
provisional debía estar precedida de un examen de los criterios de proporcionalidad y 
necesidad. 
 
De acuerdo con lo expuesto, argumentó que ello no ocurrió en el presente caso porque sin 
ser proporcional y necesaria, fue privado de la libertad a pesar de que obró afectado por 
un cuadro de depresión de origen laboral. Señaló, entonces, que más que una medida 
privativa de la libertad, lo que necesita su defendido es un acompañamiento y atención 
por parte de sanidad militar. (…). 
 
Así como se analizó la legalidad de la orden que imparte el superior es de estricto cumplimiento, 
existen circunstancias que los operadores judiciales no pueden desatender en el momento de 
evaluar la proporcionalidad y necesidad de la imposición de medida de aseguramiento de 
detención preventiva por el delito de desobediencia, pues así como se expone a continuación la 
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sola emisión de la orden no basta para referir responsabilidad en el incumplimiento de la misma, 
ya que la condición, facultad y capacidad para poderla cumplir hace parte de los presupuestos 
para decidir la comisión del tipo penal. 
Los argumentos anteriores se refuerzan con lo que expresó Carlos Alberto Dulce (Tribunal 
Superior Militar, 2008) en la sentencia que se enuncia a continuación: 
(…) En el sub examine obra efectivamente la experticia médico-psiquiátrica practicada 
por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Regional Nororiente en el cual se 
determina que el examinado Roberto Antonio Grisales Ardila presenta inmadurez 
psicológica que padece desde su primera infancia, y para la fecha de los hechos, 13 de 
marzo de 2004, no se encontraba con facultades mentales normales, no siendo apto para 
prestar el servicio militar. 
 
No se puede pasar por alto que nuestra legislación penal considera la imputabilidad como 
presupuesto de la culpabilidad, lo que equivale a situarla como conjunto de condiciones 
del sujeto, como capacidad del sujeto, que ha actuado típica y antijurídicamente, de obrar 
culpablemente. Se considera contrario sensu inimputable quien no puede comprender su 
actuación típica y antijurídica, por lo que no está en capacidad de orientar su 
comportamiento. Así las cosas, ante un hecho materialmente dañoso cometido por un 
inmaduro psicológico o un trastornado mental, el juez debe proceder primero a asegurarse 
si existe o no acción típica bajo el entendido que se trata de la consagración legal del 
hecho como delictuoso, para luego verificar la comprobación del hecho y la verificación 
del fenómeno de la tipicidad por estar frente a un inmaduro psicológico o un trastornado 
mental permanente o transitorio. En segundo lugar, debe verificar que no existan causales 
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de justificación, pues en caso de presentarse debe ser reconocida, pues la existencia de un 
daño a un interés jurídicamente tutelado es el límite que tiene la autoridad para entrar en 
la órbita del ciudadano. Finalmente, debe examinar, si existe o no alguna causal de 
inculpabilidad y si este es independiente de tal inmadurez o trastorno, debe reconocerse 
pues el fenómeno de la inimputabilidad nada tiene que ver aquí. De esta forma, si puesta 
de manifiesto la existencia de un comportamiento típico y antijurídico no se evidencian 
causales de inculpabilidad, la inimputabilidad existirá y entonces se pasará a la aplicación 
de las medidas de seguridad, con la aclaración que como los inimputables tal como se 
mencionó anteriormente no pueden ser sometidos a juicio de reproche por sus actos, de 
ellos no se puede predicar la culpabilidad precisamente por no tener la capacidad de 
comprender la ilicitud de su comportamiento o de determinarse de acuerdo con esa 
comprensión. Estas precisamente son las consideraciones que ha debido tener a bien el 
juez de conocimiento para determinar la responsabilidad penal del soldado Grisales 
Ardila en el punible de desobediencia que se le endilga. 
 
Lo que se refiere en la sentencia no quiere decir que toda causa psicológica será considerada 
un atenuante para proferir o no una medida de aseguramiento en los casos donde la inestabilidad 
psicológica sea inferida como lo dictaminó T.C. Noris Toloza González (Tribunal Superior 
Militar, 2013): 
El SLR. John Jairo Cárdenas Arredondo aseguró que no cumplió la orden de subir a pie, 
por su problema de apendicitis, dolor en un tobillo, por el cual no ha recibido tratamiento 
médico adecuado y la afección psicológica que tenía por el delicado estado de salud de su 
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padre; también ratificó la falta de seguridad, dado que el suboficial no conocía el terreno, 
ni se contaba con el grupo EXDE, ni el canino. 
 
El SLR. Fernández Londoño Víctor Alfonso indicó que no cumplió la orden debido a su 
problema de oído y hombro que tenía dislocado: “…Yo estaba enfermo e indispuesto y 
yo le solicité a él que no podía subir, tengo el hombro dislocado hace unos meses y nunca 
me han llevado al dispensario, y por eso no pude subir y o (sic) escucho nada y subir un 
cerro uno, sin escuchar nada, yo le dije que estaba enfermo…fue cuando le solicité que 
no subía porque estaba enfermo porque me dolía el hombro y los oídos y me dijo que 
eran tiempos de guerra que por qué no lo había dicho antes, y hasta ese día me saltó una 
esquirla o algo en el ojo y botaba sangre y él me dijo que eso no era nada…porque tenía 
los oídos afectados por los tatucos que cayeron el día anterior y tengo el hombro del 
brazo izquierdo dislocado también, y pues subir un cerro a oscuras, bien pesados y con 
los oídos tapados, sordo”. 
 
Ahora bien, frente a la ausencia de justificación de la medida cautelar impuesta, que es el 
elemento central de la discordia, se aprecia que, contrario a lo dicho por el protestante, y 
en coincidencia con la apreciación del delegado ministerial ante este nivel, la instructora 
sí justificó la medida achacada en términos de necesidad, proporcionalidad y 
razonabilidad, tal como se aprecia de los párrafos consignados entre los Folios 179 y 181 
del cuaderno de copias 2; y lo hizo, entendiendo, como lo ha comprendido la suscrita 
ponente, que desde el punto de vista de la prevención general la medida restrictiva 
deviene ajustada a los fines constitucionales para proteger a la comunidad militar (…). 
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Con base en los hechos propuestos, el magistrado, dictaminó lo siguiente: 
Primero: despachar desfavorablemente el pedido de la apelante y en consecuencia 
confirmar el Auto Interlocutorio de calenda 12 de marzo de 2013, que profirió el Juzgado 
50 de I.P.M., por medio del cual afectó con medida de aseguramiento de detención 
preventiva sin beneficio de excarcelación a los soldados regulares Díaz Erazo José 
Edwin, Cruz Chacón Jhon, Cárdenas Arredondo Jhon Jairo, Fernández Londoño Víctor 
Alfonso y Chavarro Álzate Duván Humberto, por el punible de desobediencia, de 
conformidad con las razones decantadas en el aparte de las consideraciones de esta 
decisión judicial. 
 
Segundo: notificada la presente providencia, regrese el sumario al juzgado de origen para 
los fines pertinentes. 
 
Como resultado de lo explicado en este apartado se puede afirmar que, si bien es cierto que la 
medida de aseguramiento es un mecanismo que se halla contemplado dentro de la Justicia Penal 
Militar, su aplicación está sujeta a la comprobación de los elementos que dicha legislación 
considera para hacerla efectiva. Además, se ha evidenciado que no se contemplan casos de 
desconocimiento o mala interpretación del cumplimiento de un turno, puesto o asignación como 
medida válida para que proceda la desestimación de una medida impuesta, dado que el hecho de 
mal interpretar una situación puntual no exime el daño colateral que el error pudo haber causado, 
o incluso que causó respecto a los factores previamente descritos en la norma, los cuales se 
consideran criterios claros de la aplicación de esta. 
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En contraposición, sí se constituye como un factor decisivo para revocar este tipo de 
actuaciones legales la falta de pruebas demostrables que soporten el delito de desobediencia, o 
también la vulneración al debido proceso que no permita la transparencia y celeridad que este 
exige. Puesto que, aunque la Justicia Penal Militar goza de distintivos frente a la Justicia Penal 
Ordinaria, ello no incluye la falta al debido proceso dentro de los parámetros establecidos por la 
norma. 
Así, en razón de lo que se señala en las líneas anteriores, es importante considerar el carácter 
especial que tiene la imputación de delitos de clase militar, dado que estos sugieren claramente 
una violación grave a los deberes adquiridos y considerados como especiales que se relacionan 
con el concepto mencionado de disciplina. Ante este hecho la legislación ha considerado de 
forma tácita ser excluyente con cualquier beneficio que pueda adquirirse en los casos donde se 
vulnera la justicia de tipo penal ordinaria. 
2.1.2 Desobediencia en relación con la afectación de la disciplina 
En este punto se considera relevante para el objeto de estudio de esta investigación traer a 
colación el problema jurídico planteado por la Corte Constitucional con la Sentencia C-709 de 
2012, donde se señaló: 
[Que] corresponde a la Corte en esta oportunidad establecer si el legislador desconoció el 
artículo 13 de la Constitución Política, al haber excluido del beneficio de la condena de 
ejecución condicional y de la libertad provisional, y no permitir la aplicación de la 
caución juratoria o prendaria como medida de aseguramiento y, por el contrario, 
consagrar la detención preventiva para los delitos contra la disciplina, el servicio, el 
honor, en bienes destinados a la seguridad y defensa nacional, contra la seguridad de la 
fuerza pública y de inutilización voluntaria, dando un tratamiento diverso en relación con 
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otros delitos tipificados en el Código Penal Militar en los cuales pueden incurrir los 
miembros de la fuerza pública con ocasión del servicio, como son el de devastación, 
saqueo y peculado, en los que sí sería viable el otorgamiento de los beneficios penales. 
 
Frente a lo cual, en la sentencia referida se concluye lo siguiente: 
(…) No existe razón alguna que justifique el trato diferencial brindado a quienes incurren 
en delitos que atenten contra el servicio o la disciplina militar. La Corte no solo se 
abstuvo de realizar un juicio estricto de igualdad, sino que adoptó un nuevo juicio –
levísimo– donde lo único que le interesa es el fin que persigue la norma. Se olvida la 
Corte que, en una democracia constitucional, el fin no justifica los medios. Menos, 
cuando la persecución de un fin conlleva al desconocimiento de los derechos 
fundamentales de los asociados y a la alteración del orden constitucional. En suma, el 
mensaje del legislador es el siguiente: si la devastación de los derechos fundamentales es 
disciplinada y el servicio no se altera, no habrá detención. 
 
Cabe anotar que, aunque no se lleva a cabo la detención porque el servicio no se ve alterado 
por el hecho cometido, en el caso de que el servicio sí hubiera sufrido afectaciones se infiere que 
habría lugar a la detención. Del mismo modo, es preciso aclarar que el tipo de detención a la que 
habría lugar sería la medida de aseguramiento, como lo determinó el magistrado Noris Toloza 
González: 
(…) Ahora bien, menester es también precisar que tal exclusión a los miembros de la 
fuerza pública del beneficio del mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad 
por la domiciliaria, a más de hacer parte de la autonomía legislativa y obedecer a políticas 
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criminales, no constituye por sí mismo un quebrantamiento a los principios, derechos y 
valores constitucionales, tal como en ese sentido lo puso de manifiesto la jurisprudencia 
constitucional referida atrás (…) 
(…) Detención domiciliaria —los miembros de la fuerza pública están excluidos de tal 
beneficio— intentar importar de la ley penal ordinaria el mecanismo sustitutivo de la 
prisión domiciliaria a nuestra jurisdicción desconoce el principio de legalidad, 
especialidad y autonomía de nuestra jurisdicción, así como también la autonomía 
legislativa, que reguló taxativamente la aludida materia y quiso excluir de tal beneficio a 
los miembros de la fuerza pública. 
Ninguna desigualdad se vislumbra entre la consagración de detención domiciliaria  en la 
justicia ordinaria, y no en la justicia penal militar, pues ha sido ya decantada la diferencia entre la 
fuerza pública y el resto de los ciudadanos, pues la segunda por principio de especialidad no 
admite la figura, pues por ejemplo en un delito de abandono del servicio no correspondería la 
medida de aseguramiento domiciliaria. 
 
Igualmente, existen actuaciones de los sindicados que agravan la situación, así como la 
posible apelación de la medida de aseguramiento, puesto que el comportamiento de estos en sí 
afectaría de modo directo la decisión de la Corte. De esa forma lo expresó Jacqueline Rubio 
Barrera, como se refiere a continuación: 
El despacho instructor para imponer medida de aseguramiento al SLP. Sáenz Romero 
Jhon Jair, argumentó que a través de la prueba testimonial y documental se infiere que 
aquel mientras se encontraba en la base militar de Peñas Coloradas (Caquetá) en el mes 
de diciembre de 2009, fue requerido reiteradamente por los superiores para que abordara 
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los vuelos de apoyo e ingresara nuevamente al área de operaciones para incorporarse a la 
unidad de combate de la que era orgánico, orden que desconoció de manera sistemática, 
pese a que le fue impartida en forma verbal y escrita. 
 
[Además] afirma que el 10 de diciembre de 2009, el C3. Valencia Lanos Sergio le 
comunicó al SLP. Sáenz Romero Jhon Jair que debía ingresar al área de operaciones en el 
ciclo de abastecimientos (vuelo apoyo), a realizarse el 15 de diciembre de ese año, 
haciéndole suscribir al soldado el enterado, y pese a lo anterior, y que el sindicado fue 
requerido nuevamente de manera verbal por el C3. Heredia Trujillo Fausto Danilo y el 
SS. Vergara Torres Jorge, para que se trasladara en el vuelo helico portado hasta el sitio 
donde estaba su unidad, el SLP. Sáenz Romero no se presentó al helipuerto sin poderse 
ubicar en la unidad antes del despegue de la aeronave. 
El anterior caso, coloca en evidencia la consideración que el tipo penal de desobediencia trae 
consigo mismo, argumentos adicionales, dentro del desarrollo de operaciones militares, pues si 
bien es cierto y como se enunció en oportunidad anterior, existen circunstancias donde no se 
evidencia ninguna de las condiciones para la  imposición de medida de aseguramiento como lo 
puede ser una condición de sanidad que impida la atención a la orden impartida en debida forma, 
también como este caso refleja la intensión del sujeto activo de la acción de no atender la orden 
legalmente impartida generando una disminución de personal en el área de operaciones 
generando riesgos, dado que las mismas se adelantan y se requiere del personal completo en 
desarrollo de la maniobra, so pena de asumir riesgos por reducción de efectivos. 
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Asimismo, el magistrado ponente Fabio Enrique Araque Vargas señaló otra situación que 
influye en la revocatoria de la medida de aseguramiento. En el caso que se refiere: 
[El] Juzgado Setenta y Cuatro de Instrucción Penal Militar decisión fechada el 22 de 
diciembre de 2010, mediante la cual impuso medida de aseguramiento de detención 
preventiva contra el ST. Miguel Fabián Guzmán Orozco como presunto responsable del 
concurso material heterogéneo y sucesivo de los delitos de desobediencia y falsedad 
ideológica en documento público (…). 
 
(…) El Juzgado Setenta y Cuatro de Instrucción Penal Militar fundamenta su decisión de 
imponer medida de aseguramiento de detención preventiva por el delito de desobediencia 
contra el ST. Guzmán Orozco Miguel Fabián, argumentando que la conducta asumida por 
el oficial en mención se enmarca en este tipo penal consagrado en el Código Penal 
Militar, arguyendo que de las pruebas allegadas al paginario se puede concluir que 
efectivamente el implicado siendo para la época de los hechos el comandante del 
Escuadrón Corcel y del Segundo Pelotón de esa unidad fundamental, habiéndole sido 
encomendadas misiones de registro y control militar en el área de San Juanito (Meta), tal 
como quedó especificado en la misión táctica “Mercurio”, emitida por el Comando del 
Grupo de Caballería Mecanizado No. 10 “Tequendama”, fechada el 10 de mayo de 2009, 
no cumplió con la orden impartida en legal forma por su comandante observándose cuál 
era realizar movimientos en el área rural de San Juanito (Meta), generando este 
incumplimiento falta de mando y control sobre el personal subalterno, además no le era 
permitido pernoctar dentro del perímetro urbano de aquel poblado a lo que hizo caso 
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omiso y estuvo allí con la tropa participando en unos juegos para los cuales no solicitó 
autorización de sus superiores. (…). 
 
Las situaciones que se han enseñado hasta este punto evidencian que el Código Militar 
establece claramente los requisitos de procedencia o no, al momento de imponer la medida de 
aseguramiento. Es así que, de esta manera se ha logrado demostrar, mediante las sentencias y 
pronunciamientos de la Corte Constitucional y el Tribunal Militar, que cuando se imponen 
medidas de aseguramiento por el delito de desobediencia, estos han sido unánimes al determinar 
que el hecho como tal, debe ser probado, y que además se deben surtir todos los requerimientos 
de ley frente a él, pues no basta con la enunciación de la misma a pesar de lo dispuesto en el 
código penal militar por ser delito que trasgrede el bien jurídico de la disciplina, conlleva a 
realizar un análisis minucioso y detallado para la afectación del derecho fundamental de la 
libertad. Una vez completado este paso, el operador judicial procede a determinar la imposición 
de la medida de aseguramiento, la cual no podrá ser de orden domiciliaria, pues el Código Penal 
Militar precisa que, el tipo de medida a aplicar no puede ser símil a la de la justicia ordinaria, 
debido a la naturaleza del delito en cuanto a sus actores y circunstancias. 
2.1.3 Improcedencia en la ley penal militar de la detención domiciliaria 
Para abordar lo concerniente a la detención domiciliaria contemplada en la Ley 906 de 2004 
se debe partir enunciando que ni en vigencia de la Ley 522 de 1999, por cuanto, ni en el actual 
Código Penal Militar, es decir en la Ley 1407 de 2010 se contempla ésta figura, lo que 
evidentemente, lleva a indicar la diferencia existente en el tratamiento penitenciario consagrado 
en las disposiciones legales para la jurisdicción ordinaria y la penal militar. Ello pone de 
manifiesto que, la medida de aseguramiento de detención preventiva enunciada en el sistema 
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penal militar, en la actualidad, sólo se aplica para los centros de reclusión militar o policial y, no 
es de orden domiciliaria.  
Cabe anotar que esta inexistencia de la medida de aseguramiento de detención domiciliaria 
ocasionó acciones donde se adujo violación al derecho a la igualdad, para lo cual la Corte 
Constitucional analizó la pertinencia y justificación de la diferenciación —en cuanto a este tipo de 
medida de detención preventiva— entre la Justicia Penal Militar y la ordinaria. Esta ha sido 
certera al afirmar en Sentencia C-221 de 1992 el concepto de igualdad a partir del entendido de 
que las condiciones y características son exigibles iguales entre iguales, pero no desde un sentido 
de igualdad abstracto; ello se ha tomado con base en lo consagrado en el artículo 13 de la norma 
rectora que dispone:  
[Que] todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección 
y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 
sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 
religión, opinión política o filosófica. 
 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados 
. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ella se cometan. 
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Ese principio de la igualdad es objetivo y no formal, además, se predica desde la identidad de 
los iguales y la diferencia entre los desiguales. De esa forma, se supera el concepto de la 
igualdad de la ley a partir de la generalidad abstracta por el concepto de la generalidad concreta, 
que concluye con el principio según el cual no se permite la regulación diferente de supuestos 
iguales o análogos, y prescribe diferente normatividad a supuestos legales distintos. Con este 
concepto, sólo se autoriza un trato diferente si ello está razonablemente justificado, lo cual 
también se supera con la igualdad material, el igualitarismo o simple igualdad matemática. 
Es así, como se resuelve la disyuntiva sobre la posible desigualdad existente en lo consagrado 
en las diferentes disposiciones penales, dando paso de esta forma al análisis de lo pertinente en 
cuanto a la detención domiciliara en la Justicia Penal Militar. Para ello, se debe considerar que, 
así como lo anterior fundó la existencia de diferencias, razonablemente expresas, por tanto, debe 
entenderse respecto a la no inclusión de la figura en el ordenamiento penal militar.  
Por ello, en atención al régimen especial atribuible a la fuerza pública, obedece también el 
miramiento del legislador al consagrar expresamente que las condiciones en las cuales se 
materializaría la medida de aseguramiento de detención preventiva serían en los establecimientos 
de reclusión militar o policial, pues, esta misma acepción es correlativa al régimen especial y a la 
función que cumplen los empleados públicos. 
En este mismo sentido, en Sentencia 157815-XVII-1983-370, el Tribunal Penal Militar se 
pronunció desarrollando la no procedencia de la detención domiciliaria en el régimen especial, 
así: 
Se resuelve del recurso de apelación interpuesto por el defensor del SLP. (R) Luis 
Alejandro Munévar Galeano, contra el Auto Interlocutorio de calenda 8 de octubre de 
2013, proferido por el Juzgado Once de Instancia de Brigada, con sede en Bogotá, en su 
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condición de juez de Ejecución de Penas, por medio del cual negó reconocer al 
condenado el mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad de prisión 
domiciliaria. 
 
(…) La Jurisdicción Penal Militar, es especial, y se constituye en una excepción al 
principio de la jurisdicción ordinaria; lo que conlleva a que nuestra regulación a través de 
los códigos sea autónoma tanto en lo sustantivo, como en lo procesal, sin que por ello 
pueda predicarse por sí mismo una transgresión a los principios-valores y derechos 
previstos en la Carta Fundamental, tal como así lo ha reconocido la doctrina 
constitucional, veamos: 
 
Existe un Código Penal Militar, que contiene una regulación especial, y diferente, en 
atención a los sujetos, a los bienes jurídicos protegidos y a las condiciones especiales que 
se derivan de la función que conforme a la Constitución corresponde cumplir a las 
Fuerzas Armadas, tanto en cuanto al señalamiento de las conductas punibles y las 
sanciones, como del procedimiento aplicable. 
 
[…] Dado que la propia Constitución contempla la existencia de un código penal especial 
para el juzgamiento de los militares en servicio activo y en razón de los actos cometidos 
en relación con el mismo servicio, y que por la naturaleza misma de los códigos, estos 
buscan regular de manera completa una materia, el Código Penal Militar contiene un 
régimen completo, tanto sustantivo como procesal, que si bien debe respetar y desarrollar 
los principios y valores constitucionales, y responde por consiguiente a los mismos 
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principios y valores que se aplican para el régimen penal ordinario, puede diferenciarse 
del mismo, cuando así lo exijan las especiales condiciones para las cuales está previsto, o 
cuando de tal diferencia no se derive detrimento de la Constitución. 
 
Además de la consideración hecha, fundamentado su decisión del recurso de alzada al citar la 
Sentencia C-1068 del 10 de octubre de 2001 con ponencia del magistrado Rodrigo Escobar Gil. 
Posterior a ello refiere lo siguiente: 
Desde esa perspectiva, se puede decir que el razonamiento que hizo la servidora de la 
instancia fue acertado, cuando expresó que era improcedente aplicar el principio de 
integración normativa para resolver este asunto, como quiera que la materia de la 
punibilidad, que es el tema sobre el cual gira el debate, encontraba regulación expresa y 
completa en la codificación. Lo anterior se evidencia de la lectura del contenido del título 
III, capítulo III de la Ley 1407 de 2010; de manera que intentar importar de la ley penal 
ordinaria el mecanismo sustitutivo de la prisión domiciliaria a la jurisdicción desconoce 
el principio de legalidad, especialidad y autonomía de la jurisdicción, así como también la 
autonomía legislativa, que reguló taxativamente la aludida materia y quiso excluir de tal 
beneficio a los miembros de la fuerza pública. 
 
De acuerdo con los argumentos exhibidos, se colige que, la no disposición legal de la medida 
de detención domiciliaria en favor de los miembros activos de la fuerza pública como subrogado 
penal, no atenta lo consagrado en la norma rectora. Por el contrario, está dispuesta, en atención al 
régimen especial castrense, así como a las condiciones propias de la vida cotidiana en unidades 
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militares de acceso restringido, lo cual es concordante con la disposición de detención en 
establecimiento de reclusión militar o policial. 
2.2 Recolección de información directa 
Ahora bien, la recolección de la información se llevó a cabo a través de la herramienta de la 
encuesta, para obtener datos que pudieran agruparse y así, posteriormente, esto permitiera 
generar sobre ellos un valor agregado que aportara al presente trabajo. La herramienta utilizada 
se ha considerado pertinente conforme lo presentado por López-Roldán y Fachelli (2015), 
quienes indicaron:  
[Que] en la investigación social, la encuesta se considera en primera instancia como una 
técnica de recogida de datos a través de la interrogación de los sujetos cuya finalidad es la 
de obtener de manera sistemática medidas sobre los conceptos que se derivan de una 
problemática de investigación previamente construida. La recogida de los datos se realiza 
a través de un cuestionario, instrumento de recogida de los datos (de medición) y la forma 
protocolaria de realizar las preguntas (cuadro de registro) que se administra a la población 
o una muestra extensa de ella mediante una entrevista (…). (p. 61) 
 
La encuesta que se aplicó para el caso de esta investigación es de diseño mixto (ver Anexo 1), 
constó de una serie de preguntas de tipo sociodemográficas con respuestas afirmativas o falsas, 
de opción múltiple y desarrollo. Ésta se realizó con el objetivo de obtener información relevante 
para el estudio y se aplicó a un total de cinco jueces pertenecientes al sistema de justicia penal 
militar, con el fin de acercar el estudio a la posición directa del operador judicial al momento de 
analizar la viabilidad de imponer medida de aseguramiento de detención preventiva por el delito 
de desobediencia. Los resultados obtenidos se presentan en los siguientes apartados.  
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2.2.1 Generalidades 
En esta subsección de generalidades se da paso a la caracterización de factores como los años 
de experiencia, la edad, entre otros, los cuales se consideran necesarios para obtener mayor 
credibilidad frente al tema encuestado. Las encuestas aplicadas tuvieron el siguiente 
comportamiento: 
Años de experiencia: fue la primera variable de generalidades analizada. Con esta se buscó 
establecer que las respuestas suministradas obedecían a la experiencia de aplicación de la norma. 
De allí se obtuvieron los siguientes resultados: 
 
Figura 1. Años de experiencia 
Fuente: elaboración propia 
En la Figura 1 se puede observar que el 80 % de la población encuestada tiene entre 11 y 20 
años de experiencia, un rango de edad que a juicio propio presenta características fuertes de 
experiencia frente al tema estudiado. Esto indica un rango de experiencia importante, lo cual se 
configura como una variable fundamental para la confiabilidad de los criterios estudiados, pues 
< = 10 Entre 11 y 20
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el conocimiento que se adquiere con los años de experiencia vivida se puede utilizar en la 
aplicación de lo establecido en la ley frente al tema de estudio. 
Género: si bien es cierto que en este caso el género no es un factor determinante en la toma 
de decisiones, es importante establecer que respecto a esta variable la encuesta presenta un 
balance adecuado. Por lo tanto, esto tampoco representa un factor de sesgo frente a las 
respuestas. 
 
Figura 2. Género 
Fuente: elaboración propia 
Cabe anotar que en el análisis tendencial de la información se pudo observar la predominancia 
del género masculino. Sin embargo, como se mencionó, esta variable de generalidades no tiene 
mayor incidencia sobre la información recolectada; pero se expone con un carácter informativo.  
Edad: con esta variable se buscó establecer la madurez mental asociada con la edad nominal 
del personal encuestado, dentro de lo cual se obtuvo lo siguiente: 
Hombre Mujer
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Figura 3. Edad 
Fuente: elaboración propia 
El rango etario predominante fue 41-50 años, lo cual indicó que el personal encuestado 
presenta un grado de madurez que asociado a la edad es lo suficientemente aceptable para poder 
emitir juicios claros frente a las preguntas que el encuestador realizaría. Así pues, se procedió a 
caracterizar las respuestas obtenidas acorde al Anexo 1. 
2.2.2 Respuesta a las preguntas de la encuesta 
Las preguntas se realizaron en un ambiente tranquilo, algunas de las respuestas se 
recolectaron de forma directa, mientras que otras fueron contestadas de manera virtual. Los 
resultados obtenidos son los siguientes: 
Primera pregunta: 
Parte 1. En su calidad de juez penal militar ¿ha tenido usted casos de desobediencia en los 
últimos 5 años? Las respuestas obtenidas son: 
< = 40 Entre 41 y 50 >50
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Figura 4. Casos de desobediencia 
Fuente: elaboración propia 
En la Figura 4 se evidencia que todo el personal encuestado ha tenido casos asociados a la 
desobediencia militar, por lo tanto, se consideran personas pertinentes para continuar con el 
desarrollo del cuestionario. 
Parte 2. En lo referente a la cantidad de casos atendidos por los encuestados se obtuvieron los 
datos que se muestran a continuación: 
 
Figura 5. Cantidad de casos de desobediencia 
Fuente: elaboración propia 
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En la Figura 5 se observa que los cinco encuestados han tenido casos de desobediencia, y en 
su mayoría predominan las cantidades entre 1 a 10 casos en los últimos 5 años, lo cual indica un 
promedio de 2 casos por año. Por lo anterior se consideró que el personal tenía presente los casos 
sobre los cuales se realizaría el presente estudio, y a partir de ello se pudo inferir que la 
información que poseían se relacionaba y era pertinente para el objeto de estudio. 
Segunda pregunta: 
En la pregunta ¿dentro del desarrollo del caso y la decisión tomada, se ha impuesto medida de 
aseguramiento de detención preventiva, indicaría que en su mayoría han sido?, se llegó a estos 
resultados: 
 
Figura 6. Medida de aseguramiento 
Fuente: elaboración propia 
Primera parte: se observa que el 80 % no ha impuesto medida de aseguramiento a aquellos 
procesados por delito de desobediencia. 
Segunda parte: dentro de las respuestas obtenidas, los que sí han impuesto medida de 
aseguramiento no sobrepasan las 10 actuaciones. 
Tercera pregunta: 
20%
80%
SI No
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Respecto al interrogante ¿diría usted que el porcentaje de medidas de aseguramiento dictadas 
por usted en casos de desobediencia estaría en el siguiente rango?, las respuestas fueron: 
 
Figura 7. Porcentaje de medida de aseguramiento 
Fuente: elaboración propia 
En la figura anterior se puede observar que en su mayoría las medidas de aseguramiento 
impuestas por los encuestados no sobrepasan el 30 % de los casos de desobediencia atendidos. 
Esto indica que aun cuando los casos por desobediencia son recurrentes en los despachos penales 
militares, los mismos no necesariamente están teniendo como consecuencia la medida de 
aseguramiento de detención preventiva. 
Cuarta pregunta: 
Sobre ¿qué importancia dentro de la institución jerárquica como el Ejército Nacional destaca 
usted al bien jurídico de la disciplina?, se obtuvieron los siguientes resultados: 
0
0,5
1
1,5
2
2,5
3
3,5
4
4,5
0 - 30% 31-60% 61-100%
74 
 
 
 
 
Figura 8. Importancia de la disciplina 
Fuente: elaboración propia 
Se evidencia que el 40 % de los encuestados considera que la disciplina es una condición 
primaria para el ejercicio penal militar y, asimismo, en igual proporción otro 40 % de los 
participantes considera que la disciplina es un pilar fundamental de la institución castrense; en 
menor proporción se encuentra la consideración de que la disciplina es un bien jurídico 
fundamental.  
 
Partiendo de la experiencia de los jueces encuestados como medida de acercamiento al 
escenario procesal práctico, se evidencia la constante de entender la disciplina como eje principal 
de la institución militar y de los integrantes de la misma, pues si bien es cierto denominan de una 
u otra manera la importancia, convergen todos en la condición de imprescindibilidad de la misma 
en el ejercicio de la misión y permanencia de la vida militar. 
 
 
40%
20%
40%
Condicion primaria para el ejercicio penal militar
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Bien jurídico fundamental
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Quinta pregunta: 
En su experiencia sobre el tema ¿cuál considera fue la razón que inspiró al legislador para 
definir los criterios para la imposición de medida de aseguramiento de detención preventiva, de 
igual forma en el régimen penal militar y el régimen ordinario, aun cuando el primero tiene 
carácter de especial? 
En esta pregunta se evidenciaron criterios que no presentaron una tendencia, por lo tanto, a 
continuación, se enumeran las posiciones relativas a cada encuestado: 
 Se opina que tiene que ver la relevancia de los criterios del régimen ordinario en la 
situación específica del régimen militar. 
 Por otro lado, se considera que esto se debe a la tesis política criminal. 
 Desde otra postura señalaron que se relaciona con la integración normativa de la Ley 906. 
 Asimismo, manifestaron que así se garantiza el principio de la presunción de inocencia y 
el derecho a la libertad. 
 Por último, afirmaron que la semejanza viene del orden constitucional. 
Si bien es cierto y dentro de las respuestas otorgadas por los operadores judiciales requeridos 
no hay coincidencia marcada, sí se vislumbra la inclinación ligada a querer entender que la 
disposición de iguales criterios para la imposición de la medida de aseguramiento de detención 
preventiva de la justicia penal militar en símil con la justicia ordinaria obedece precisamente a la 
trascripción de la misma, ninguno expresó que, sea consecuencia de un análisis desde el criterio 
de especialidad de la ley penal militar. 
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Sexta pregunta: 
Teniendo en cuenta su respuesta sobre la importancia del bien jurídico de la disciplina en la 
institución jerarquizada ¿considera pertinente como operador judicial la exigencia legal que la 
imposición de medida de aseguramiento de detención preventiva sea la única viable en cuanto a 
los tipos penales que atentan contra la disciplina, para el caso en concreto el delito de 
desobediencia? 
Primera sección. 
 
Figura 9. Exigencia legal de medida de aseguramiento 
Fuente: elaboración propia 
En la primera sección de la pregunta el 80 % de los encuestados manifestó que sí cree 
pertinente la imposición de la medida de aseguramiento frente a los delitos de disciplina, 
principalmente porque la preservación de la disciplina se considera fundamental al momento de 
conservar la operatividad de la institución. 
Aun cuando el presente trabajo nació con la inquietud de determinar sí los criterios 
enunciados para el análisis de imposición de medida de aseguramiento de detención preventiva 
en el delito de desobediencia eran los correctos cuando no se evidencia que existiera análisis de 
las condiciones de especialidad del régimen castrense para su determinación, el desarrollo del 
mismo y la posición de los operadores judiciales atendiendo a la condición de eje fundamental de 
Sí
80%
No
20%
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la comunidad castrense y la prevención de que eventos negativos se repliquen en la comunidad 
militar, hace que dicha consideración sea pertinente al entender que el bien jurídico afectado por 
el comportamiento del actor, genera reacción y consecuencia tanto en el área de operaciones, 
como en la cotidianidad de la unidad militar o policial. 
Segunda sección. 
 
Figura 10. Utilidad de criterios existentes 
Fuente: elaboración propia 
Frente a este tópico es claro que para el 60 % de los encuestados los criterios existentes no 
son útiles, lo cual indica que —respecto a los que aplican la normativa— si bien los criterios están 
definidos (estipulados de manera clara en la ley), presentan características que en su mayoría 
podrían tener mejoras en cuanto a su aplicación. No obstante, conviene señalar que el 40 % 
restante que se observa en la Figura 10, es un porcentaje que obedece a lo manifestado por los 
encuestados frente a la concordancia que se tiene en la definición de dichos criterios dentro de la 
norma, quienes indicaron que no será necesario comparar el ejercicio de la justicia militar con la 
justicia ordinaria, pues se considera que su aplicación obedece a una justicia de carácter especial, 
que está claramente definida dentro de la legislación existente y es pertinente frente a su campo 
de acción. 
 
Sí
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Aun cuando en el desarrollo de las encuestas y acercamientos con los jueces de instrucción 
penal militar, se logró entender que la principal intensión de la norma y la severidad al análisis 
de los requisitos se deben a la exigencia superior del integrante de la fuerza pública en ejercicio 
de sus funciones y de la misionalidad constitucional, al trasgredir el bien jurídico de la disciplina 
lesiona el punto de equilibrio de la institución, sin embargo, es evidente que aun cuando los 
jueces comparten la severidad con la que se debe atender los delitos que atentan contra la 
disciplina, expresan, que existen condiciones particulares de la vida castrense que serían 
pertinentes al momento de redactar los criterios a tener en cuenta para el análisis de las 
condiciones, en las cuales se genera la comisión del delito y el entorno en el que se desenvuelve 
el actor. 
Capítulo 3. Criterios adecuados para imponer medida de aseguramiento en delitos de 
desobediencia 
El presente capítulo tiene como objetivo primordial establecer sin son adecuados o no los 
criterios para imponer una medida de aseguramiento, y a la vez garantizar y preservar la 
disciplina militar en delitos como el de desobediencia.  
3.1 Criterios según encuestados 
La mayor Andrea Catalina Serrano Moreno frente a los criterios adecuados para la imposición 
de la medida de aseguramiento, y en atención al régimen especial de la Justicia Penal Militar al 
momento de garantizar y preservar el bien jurídico de la disciplina en las instituciones castrenses, 
refirió lo siguiente: 
1. Afectación con la actuación en la comunidad militar y en el servicio o acción militar 
desplegada determinada. 
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2. Íntima relación con el servicio. 
3. Peligro para la comunidad militar como está en el Código Penal y si la continuidad de 
la acción afecta gravemente la función militar. (Comunicación personal, 2019) 
Por otra parte, la respuesta que dio la mayor Lorena María Restrepo Uribe respecto a la 
misma pregunta fue: 
El peligro para la sociedad sin importar si concurren o no los elementos del artículo 308 
del Código de Procedimiento Penal es indispensable para la imposición de medidas; pero 
este peligro debe reducirse únicamente a la cercanía con el mando del sujeto activo, no 
tiene el mismo peligro un soldado profesional que un oficial, puesto que el mando 
implica que cuando desobedece una orden, está más cerca de ser el principal ejecutor de 
una acción que podría ocasionar la muerte de otros sujetos y más lejos lo está un soldado 
profesional o regular. Así la cosas, no solo el grado es un criterio por tener en cuenta, sino 
también cómo se desarrollan los hechos, puesto que no es lo mismo desobedecer una 
acción en un puesto de mando, que en el área de operaciones. De todo ello se desprende 
la causa de que los criterios para la imposición de medida en JPM deban ser diferentes a 
los de la jurisdicción ordinaria. (Comunicación personal, 2019) 
El último pronunciamiento sobre esta pregunta lo realizó la mayor Emilce Peña Reyes, quien 
manifestó:  
Si el actuar del implicado puso en riesgo en forma grave el régimen de disciplina 
existente. Lo anterior ya que existen actuaciones que afectan la disciplina, pero no son tan 
relevantes para que tengan alcance penal el cual debe ser en última instancia, debiéndose 
agotar la competencia disciplinaria y medidas administrativas existentes. Por los casos 
que he tenido, considero que la medida de aseguramiento se debe imponer, solo ante la 
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presencia de sentencia condenatoria debidamente ejecutoriada, y si se impone como 
medida provisional es porque la conducta es muy grave, y tiene suficiente respaldo 
probatorio para endilgar responsabilidad, ya que ante sentencia absolutoria puede 
ocasionar demandas para el Estado y detrimento patrimonial. (Comunicación personal, 
2019) 
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Conclusiones 
La justicia penal militar como justicia especializada, encuentra su fundamento en los valores y 
principios exigibles a la comunidad castrense, pues, de ellos se exige de forma inexorable el 
cumplimiento de las normas y, el uso legal y responsable del monopolio de las armas, siendo 
entonces justificante que existan los delitos denominados típicamente militares, pues estos están 
concebidos desde la garantía de acatamiento y sujeción a la jerarquía y mando militar, que tiene 
como cúspide el presidente de la Republica. 
 
La legislación actual contempla como único camino para los operadores judiciales la medida 
de aseguramiento de detención preventiva, considerando que en el caso de los delitos como la 
desobediencia éste trasgrede el bien jurídico de la disciplina, cimiento fundamental de la 
institución, lo cual lleva a entender que el legislador en su pensar fijará sólo como medida 
posible la restrictiva de libertad sin posibilidad de ser domiciliaria por incompatibilidad con el 
régimen militar. 
Si bien es cierto y los criterios que actualmente se encuentran contemplados en la ley para el 
análisis de imposición de medida de aseguramiento son taxativos de la ley penal ordinaria, los 
mismos revisten un análisis necesario desde las condiciones propias de la comunidad castrense, 
pues no es lo mismo la atención de riesgos de obstrucción a la justicia, fuga o reiteración como 
esta descrito en la ley ordinaria. 
Si bien es cierto, y en habidas cuentas la disciplina es el sostén fundamental de las 
instituciones castrenses jerarquizadas, la misma requiere como se expresó, una atención diferente 
o preferente por cuanto las trasgresiones a la misma ponen en riesgo mucho más que el solo acto 
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aislado, partiendo de la premisa que la vulneración del bien jurídico puede traer consigo 
resultados nefastos en el desarrollo de operaciones militares y de policía. 
 
En ejercicio de la actividad peligrosa que, intrínsecamente, está dispuesta en el ejercicio de la 
actividad militar y policial, obliga a que los controles y disposiciones para atender los eventos en 
los cuales se vea afectado el servicio o incrementado el riesgo propio del ejercicio de una 
actividad de este tipo, exige a quienes administran esos riesgos un reproche mayor en cuanto se 
materialicen por negligencia, descuido o intensión, no es dable olvidar que en el desarrollo de 
operaciones militares y actividades de policía, el riesgo implícito abarca hasta la posibilidad de 
pérdida de vidas humanas. 
 
En cuanto a, sí son o no, adecuados los criterios para la aplicación de las medidas de 
aseguramiento en el tema específico de desobediencia, aunque estos son taxativos a los 
consagrados en la Justicia Penal Ordinaria, no por ello, carecen de respaldo en su aplicación en la 
Justicia Penal Militar, en razón a que, al analizar los criterios existentes en el desarrollo 
jurisprudencial y en la percepción directa de los jueces encuestados, los criterios admiten la 
aplicación de la medida en la Justicia Penal Militar. Pues aun cuando ésta última tiene 
consideraciones especiales, no son ajenas, al análisis de ponderación en cuanto a la restricción de 
la libertad como consecuencia del daño o la lesión al bien jurídico esencial de la institución 
militar, como lo es la disciplina.  
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Anexos 
Anexo 1. Formato encuesta recolección directa de datos 
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Anexo 2. Encuestas de recolección directa de datos aplicadas 
 
 
 
94 
 
 
 
 
 
95 
 
 
 
  
96 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
97 
 
 
 
 
 
 
 
98 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
99 
 
 
 
 
 
 
 
100 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
101 
 
 
 
 
 
102 
 
 
 
 
 
 
103 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
104 
 
 
 
 
105 
 
 
 
 
